
 
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., Diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 
 

 

El Despacho procede a estudiar la admisibilidad del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho interpuesto a través de apoderado judicial por 

Argenis Betancourth Luna, contra la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 
Nacional- CASUR.  
 

Revisado en expediente, se observa que en este momento resulta improcedente la 

admisión de la demanda, toda vez que no se ajusta formalmente a las exigencias 

legales establecidas en la Ley 2080 de 2021, en consecuencia, se debe inadmitir, 

para que en el término legal de diez (10) días, previsto en el artículo 170 del 

CPACA, se subsane(n) el(os) siguiente(s) defecto(s): 

 

I. Estimación razonada de la cuantía.  

- Debe estimar razonadamente la cuantía, es decir, explicar de dónde obtuvo la 

cuantía (operación matemática), aplicando el procedimiento señalado en el 

artículo 157 de 2011 y el 162 de la Ley 1437, modificada por la Ley 2080 de 

2021. Es decir, indicar como obtuvo el valor pretendido.  

 

II. Envío de la demanda al demandado:  
 

- Encuentra el Despacho que la demanda no reúne los requisitos previstos en 

el Artículo 35 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el artículo 162 de la Ley 

1437 de 2011, específicamente en el numeral 8°, que dispone: 

 

 “El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente. deberá enviar 

por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, 

salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el 

lugar donde recibirá notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá 

proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el 

escrito de subsanación. El secretario velará por el cumplimiento de este 

deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la demanda. De no conocerse el 

canal digital de la parte demandada, se acreditará con la demanda el envío 

físico de la misma con sus anexos.” (Subraya por el Despacho).  

 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-0363-00 
DEMANDANTE ARGENIS BETACOURTH LUNA 
DEMANDADO  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA 

NACIONAL- CASUR 
 
VINCULADO 

DIANA YESENIA RAMÍREZ TORRES 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-0363-00 
Demandante: Argenis Betancourth Luna 

Demandada: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional- CASUR 
 
 

 

Teniendo en cuenta que la demanda fue interpuesta el 21 de junio de 2022, es 

decir, en vigencia de la Ley 2080 de 2021, la demandante debió acreditar el 

cumplimiento a lo mandado por la norma transcrita, situación que está 

contemplada como causal de inadmisión de la demanda, en medio de los 

requerimientos actuales frente al uso de las tecnologías de la información y las 

telecomunicaciones. 

 

En virtud de lo expuesto el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN SEGUNDA, DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, 
 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Argenis Betancourth Luna 

quien actúa a través de apoderada judicial, contra la Caja de Sueldos de Retiro 
de la Policía Nacional- CASUR, de conformidad con lo señalado en la parte 

motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días, de conformidad con el 

artículo 170 del CPACA, para que se subsanen los defectos indicados, so pena de 

rechazo.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 
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Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 
 

 

El Despacho procede a estudiar la admisibilidad del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho interpuesto a través de apoderado judicial por 
JORGE ENRIQUE CORREA MORENO, contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE PENSIONES DE CUNDINAMARCA 

 

Revisado en expediente, se observa que en este momento resulta improcedente la 

admisión de la demanda, toda vez que no se ajusta formalmente a las exigencias 

legales establecidas en la Ley 2080 de 2021, en consecuencia, se debe inadmitir, 

para que en el término legal de diez (10) días, previsto en el artículo 170 del 

CPACA, se subsane(n) el(os) siguiente(s) defecto(s): 

 

- Debe estimar razonadamente la cuantía, es decir, explicar de dónde obtuvo la 

cuantía (operación matemática), aplicando el procedimiento señalado en el 

artículo 157 de 2011 y el 162 de la Ley 1437, modificada por la Ley 2080 de 

2021. Es decir, indicar como obtuvo el valor pretendido.  

 

- Aportar copia de la petición que dio origen al acto administrativo demandado, 

esto es el Oficio de 17 de mayo de 2022, emanado de la Unidad 

Administrativa Especial de Pensiones de Cundinamarca.  

 

- Certificación que indique el último tipo de vinculación laboral del señor 

Jorge Enrique Correa Moreno, identificado con c.c 79.061.867; indicando 

claramente al Despacho si laboró como trabajador oficial o como empleado 

público, de ser el último caso, deberá aportar el respectivo acto administrativo 

de nombramiento y de retiro a efecto de establecer la jurisdicción competente 

(numeral 2º, artículo 155 de La Ley 1437 del 2011). 

 

En virtud de lo expuesto el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN SEGUNDA, DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, 
 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por JORGE ENRIQUE CORREA 
MORENO quien actúa a través de apoderada judicial, contra la UNIDAD 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-0366-00 
DEMANDANTE JORGE ENRIQUE CORREA MORENO 
DEMANDADO UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

PENSIONES DE CUNDINAMARCA 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-0366-00 
Demandante: Jorge Enrique Correa Moreno 

Demandada: Unidad Administrativa Especial de Pensiones de Cundinamarca 
 

 

 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE PENSIONES DE CUNDINAMARCA, de 

conformidad con lo señalado en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días, de conformidad con el 

artículo 170 del CPACA, para que se subsanen los defectos indicados, so pena de 

rechazo.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 

 

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: a67d27a0314d111452eb7ac3bd83287a1858898f9778301dc6348e54bc6534d9
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

 
Sería del caso que esta Judicatura se pronunciara sobre la admisibilidad de la 

demanda presentada mediante apoderado por la señora ANA YENSI PEREZ 
MARTINEZ contra la NACIÓN – FISCALIA GENERAL DEL LA NACIÓN, de no 

ser porque el suscrito se considera incurso en causal de IMPEDIMENTO que es 

necesario declarar. 

 

En efecto, al tenor de lo dispuesto por el artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se tiene 

que: 

 
“Artículo 130. Causales. Los magistrados y jueces deberán declararse 
impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 
141 del Código General del Proceso y, además, en los siguientes 
eventos: 
 
1. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren participado en la expedición del 
acto enjuiciado, en la formación o celebración del contrato o en la 
ejecución del hecho u operación administrativa materia de la controversia. 
 
2. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren intervenido en condición de 
árbitro, de parte, de tercero interesado, de apoderado, de testigo, de perito 
o de agente del Ministerio Público, en el proceso arbitral respecto de cuyo 
laudo se esté surtiendo el correspondiente recurso de anulación ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
 
3. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la condición de servidores públicos en los 
niveles directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades públicas que 
concurran al respectivo proceso en calidad de parte o de tercero 
interesado. 
 
4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00369-00 
DEMANDANTE ANA YENSI PEREZ MARTINEZ  
DEMANDADO NACIÓN – FISCALIA GENERAL DEL LA NACIÓN  
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
ASUNTO MANIFESTACIÓN DE IMPEDIMENTO 



N.R.D. 2022-00369-00 
Demandante: Ana Yensi Pérez Martínez 

Demandada: Nación – Fiscalía General Del La Nación 
 
 

 

alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o 
tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una 
de las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros 
interesados.” (Subrayado fuera de texto) 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 141 del Código General del 
Proceso, dispone: 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las 

siguientes: 

1. Tener el juez, su cónyuge o alguno de sus parientes dentro del 

cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, 

interés directo o indirecto en el proceso.” 

 

Ahora bien, considera el Suscrito encontrarse incurso en la causal de impedimento 

establecida en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, toda 

vez que el asunto a dilucidar versa sobre la inclusión de la Bonificación Judicial 

establecida en el Decreto 382 de 2013 como factor salarial para la liquidación de 

TODAS las prestaciones sociales del demandante. 

 

De la lectura de la demanda y sus pretensiones se evidencia que la parte 

demandante reclama el reconocimiento de la bonificación judicial creada mediante 

el Decreto 0382 del 6 de marzo de 2013, como factor salarial para la liquidación y 

pago de las prestaciones sociales para todos los servidores de la fiscalía general 

de la Nación. 

 

En la actualidad me encuentro adelantando demanda en contra de la DIRECCIÓN 
EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, con el fin de obtener el 

reconocimiento como factor salarial de la bonificación judicial prevista en el 

Decreto 0383 del 6 de marzo de 2013, por lo que considero guarda relación con el 

supuesto jurídico y el debate central del presente, esto es, si la bonificación judicial 

mencionada puede o no considerarse como factor salarial y en tales condiciones 

estimo que mi imparcialidad se vería comprometida al momento de tomar una 

decisión definitiva en este caso. 

 

Si bien es cierto la bonificación judicial para los servidores de la Rama Judicial fue 

creada a través del Decreto 383 de 2013 y para los servidores de Fiscalía General 

de la Nación en el Decreto 382 de 2013, también lo es que ambos tienen sustento, 

objeto y causa idéntica, pues se ocupan de la creación de una bonificación judicial, 

y disponen que se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, siendo éste último aspecto 

precisamente lo que generó la demanda de la referencia, lo cual genera interés 

indirecto en las resultas del proceso para el suscrito, pues pese a que este tema 

se encuentra regulado en normas diferentes, el aquí actor y el suscrito –de la 



N.R.D. 2022-00369-00 
Demandante: Ana Yensi Pérez Martínez 

Demandada: Nación – Fiscalía General Del La Nación 
 
 

 

Fiscalía y la Rama Judicial– defendemos en las respectivas demandas que la 

bonificación judicial en cuestión constituye carácter salarial. 
 

Ahora bien, debe recordarse que mediante Acuerdo PCSJA22-11918 “Por el cual 

se crean unos cargos con carácter transitorio para Tribunales y Juzgados a nivel 

nacional” se dispuso a crear tres Despachos con carácter transitorio para la 

Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca a partir del 7 de 

febrero y hasta el 10 de noviembre de 2022, los cuales fueron prorrogados hasta 

el 30 de noviembre de 2022 por el Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022. 

 

En virtud de lo anterior, mediante oficio No. CSJBTO22-817 del 24 de febrero 

2022, se informó la Coordinación de los Juzgados Administrativos de Bogotá, que 

la asignación de procesos a los Juzgados Transitorios se realizara en la forma 

dispuesta por el Consejo Seccional mediante acuerdo No. CSJBTA21-44 del 9 de 

junio de 2021, correspondiéndole a Este Estrado Judicial el envío de procesos al 

Juzgado Segundo Administrativo Transitorio. 

Es así como, por Secretaría se remitirá el expediente al Juzgado Segundo 

Administrativo Transitorio de Bogotá, de conformidad con lo dispuesto en dicho 

acuerdo, para que decida lo pertinente sobre esta manifestación de impedimento. 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO:  DECLARARSE IMPEDIDO para conocer de la presente acción por 

asistir interés indirecto en las resultas del proceso, conforme a la 

causal primera del artículo 141 del Código General del Proceso y al 

trámite previsto en el artículo 130 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

 

SEGUNDO:  REMITIR el expediente el expediente al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio de Bogotá para lo que estime 

procedente. 

 
 

TERCERO:  Por la Secretaría, dispóngase lo pertinente. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
CLM. 

 



N.R.D. 2022-00369-00 
Demandante: Ana Yensi Pérez Martínez 

Demandada: Nación – Fiscalía General Del La Nación 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

 
Sería del caso que esta Judicatura se pronunciara sobre la admisibilidad de la 

demanda presentada mediante apoderada por la señora DEISSY YANIRA ARIAS 
IRREÑO contra la NACIÓN – FISCALIA GENERAL DEL LA NACIÓN, de no ser 

porque el suscrito se considera incurso en causal de IMPEDIMENTO que es 

necesario declarar. 

 

En efecto, al tenor de lo dispuesto por el artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se tiene 

que: 

 
“Artículo 130. Causales. Los magistrados y jueces deberán declararse 
impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 
141 del Código General del Proceso y, además, en los siguientes 
eventos: 
 
1. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren participado en la expedición del 
acto enjuiciado, en la formación o celebración del contrato o en la 
ejecución del hecho u operación administrativa materia de la controversia. 
 
2. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren intervenido en condición de 
árbitro, de parte, de tercero interesado, de apoderado, de testigo, de perito 
o de agente del Ministerio Público, en el proceso arbitral respecto de cuyo 
laudo se esté surtiendo el correspondiente recurso de anulación ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
 
3. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la condición de servidores públicos en los 
niveles directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades públicas que 
concurran al respectivo proceso en calidad de parte o de tercero 
interesado. 
 
4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00371-00 
DEMANDANTE DEISSY YANIRA ARIAS IRREÑO 
DEMANDADO NACIÓN – FISCALIA GENERAL DEL LA NACIÓN  
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
ASUNTO MANIFESTACIÓN DE IMPEDIMENTO 



N.R.D. 2022-00371-00 
Demandante: Deissy Yanira Arias Irreño 

Demandada: Nación – Fiscalía General Del La Nación 
 
 

 

alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o 
tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una 
de las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros 
interesados.” (Subrayado fuera de texto) 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 141 del Código General del 
Proceso, dispone: 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las 

siguientes: 

1. Tener el juez, su cónyuge o alguno de sus parientes dentro del 

cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, 

interés directo o indirecto en el proceso.” 

 

Ahora bien, considera el Suscrito encontrarse incurso en la causal de impedimento 

establecida en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, toda 

vez que el asunto a dilucidar versa sobre la inclusión de la Bonificación Judicial 

establecida en el Decreto 382 de 2013 como factor salarial para la liquidación de 

TODAS las prestaciones sociales del demandante. 

 

De la lectura de la demanda y sus pretensiones se evidencia que la parte 

demandante reclama el reconocimiento de la bonificación judicial creada mediante 

el Decreto 0382 del 6 de marzo de 2013, como factor salarial para la liquidación y 

pago de las prestaciones sociales para todos los servidores de la fiscalía general 

de la Nación. 

 

En la actualidad me encuentro adelantando demanda en contra de la DIRECCIÓN 
EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, con el fin de obtener el 

reconocimiento como factor salarial de la bonificación judicial prevista en el 

Decreto 0383 del 6 de marzo de 2013, por lo que considero guarda relación con el 

supuesto jurídico y el debate central del presente, esto es, si la bonificación judicial 

mencionada puede o no considerarse como factor salarial y en tales condiciones 

estimo que mi imparcialidad se vería comprometida al momento de tomar una 

decisión definitiva en este caso. 

 

Si bien es cierto la bonificación judicial para los servidores de la Rama Judicial fue 

creada a través del Decreto 383 de 2013 y para los servidores de Fiscalía General 

de la Nación en el Decreto 382 de 2013, también lo es que ambos tienen sustento, 

objeto y causa idéntica, pues se ocupan de la creación de una bonificación judicial, 

y disponen que se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, siendo éste último aspecto 

precisamente lo que generó la demanda de la referencia, lo cual genera interés 

indirecto en las resultas del proceso para el suscrito, pues pese a que este tema 

se encuentra regulado en normas diferentes, el aquí actor y el suscrito –de la 



N.R.D. 2022-00371-00 
Demandante: Deissy Yanira Arias Irreño 

Demandada: Nación – Fiscalía General Del La Nación 
 
 

 

Fiscalía y la Rama Judicial– defendemos en las respectivas demandas que la 

bonificación judicial en cuestión constituye carácter salarial. 
 

Ahora bien, debe recordarse que mediante Acuerdo PCSJA22-11918 “Por el cual 

se crean unos cargos con carácter transitorio para Tribunales y Juzgados a nivel 

nacional” se dispuso a crear tres Despachos con carácter transitorio para la 

Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca a partir del 7 de 

febrero y hasta el 10 de noviembre de 2022, los cuales fueron prorrogados hasta 

el 30 de noviembre de 2022 por el Acuerdo PCSJA22-12001 del 3 de octubre de 

2022. 

 

En virtud de lo anterior, mediante oficio No. CSJBTO22-817 del 24 de febrero 

2022, se informó la Coordinación de los Juzgados Administrativos de Bogotá, que 

la asignación de procesos a los Juzgados Transitorios se realizara en la forma 

dispuesta por el Consejo Seccional mediante acuerdo No. CSJBTA21-44 del 9 de 

junio de 2021, correspondiéndole a Este Estrado Judicial el envío de procesos al 

Juzgado Segundo Administrativo Transitorio. 

Es así como, por Secretaría se remitirá el expediente al Juzgado Segundo 

Administrativo Transitorio de Bogotá, de conformidad con lo dispuesto en dicho 

acuerdo, para que decida lo pertinente sobre esta manifestación de impedimento. 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO:  DECLARARSE IMPEDIDO para conocer de la presente acción por 

asistir interés indirecto en las resultas del proceso, conforme a la 

causal primera del artículo 141 del Código General del Proceso y al 

trámite previsto en el artículo 130 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

 

SEGUNDO:  REMITIR el expediente el expediente al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio de Bogotá para lo que estime 

procedente. 

 
 

TERCERO:  Por la Secretaría, dispóngase lo pertinente. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
CLM. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., Diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 
 

 
Procedente de la Procuraduría 196 Judicial I Para Asuntos Administrativos de 
Bogotá, llegan a este Juzgado las diligencias de conciliación extrajudicial, 

adelantada ante dicha dependencia, con el Radicación N.º E-2022-419708 de 28 
de julio de 2022; Lo anterior, con el objeto de que se apruebe por este Despacho 

la mencionada actuación. 

 

Se deja constancia que el acuerdo conciliatorio se estudiará respecto de la fórmula 

presentada por el Distrito de Bogotá- Secretaria de Educación Distrital de Bogotá, 

como quiera que la Nación- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio no se presentó a la diligencia y, la Fiduciaria la Previsora S.A, no 
aceptó conciliar.  

 
1. ANTECEDENTES 

 

El apoderado de la parte convocante presentó solicitud de conciliación extra 

judicial ante la Procuraduría General de la Nación, correspondiéndole a la 

Procuraduría 196 Judicial I Para Asuntos Administrativos de Bogotá, instancia que 

fijó el dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintidós (2022), a las nueve (11:03 

a.m.) de la mañana, para llevar a cabo la mencionada audiencia a través de la 

plataforma Microsoft Teams. 

 

No obstante lo anterior,  la citada audiencia fue reprograma y la misma se llevó a 

cabo el veintiséis (26) de septiembre de dos mil veintidós (2022)1,  

 

Llegados el día y hora señalados para celebrar la diligencia, se hizo presente el 

apoderado de la parte convocante y el apoderado de la Secretaría de Educación 

Distrital. 

 

 
1 Ver folio 27 del expediente digital.  

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2022-0368-00 
DEMANDANTE(A): HILDA MARÍA GALINDO CASTRO 
DEMANDADO(A): NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL-

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES DEL 
MAGISTERIO- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 
DISTRITAL- FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A 

MEDIO DE CONTROL: CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
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Una vez, abierta la audiencia y concedida la palabra a la apoderada de la entidad 

convocada- Secretaría de Educación Distrital-, presentó oferta de conciliación en 

los siguientes términos: 

 

“Que en sesión ordinaria virtual No. 469 del 25 de agosto de 2022, se presentó 
la ficha 3755 mediante la cual se estudia si existió mora en el pago de las 
cesantías solicitadas mediante radicado 2019-CES-809755 del 16 de octubre de 
2019, y si es viable o no presentar fórmula conciliatoria (…): Los miembros del 
Comité de Conciliación de la Secretaría de Educación del Distrito acogen la 
recomendación de la abogada encargada del estudio del caso y DECIDIERON 
POR UNANIMIDAD CONCILIAR, con el fin de reconocer y pagar la sanción 
moratoria derivada del pago tardío de las cesantías solicitadas por la señora 
HILDA MARIA GALINDO CASTRO, mediante radicado 2019-CES-809755 del 16 
de octubre de 2019.  
Los parámetros de la propuesta son los siguientes: 
 
 - Fecha de solicitud de las cesantías: 16 de octubre de 2019 
 - Fecha máxima para el pago (70 días hábiles): 29 de enero de 2020. Al 
vencimiento de estos, se causa la sanción moratoria de que trata el artículo 5 de 
la Ley 1071 de 2006 
- Fecha de pago: 20 de marzo de 2020 - Número de días de mora: 50 - 
Asignación básica aplicable: $1.768.850, es decir $58.962 pesos diarios - Valor 
de la mora: $2.948.100 
 - Propuesta de acuerdo conciliatorio: $2.653.290 (90%) 
 
En caso de que la convocante acepte el monto propuesto $2.653.290, este sería 
cancelado a los 45 días hábiles siguientes a la radicación en la Secretaría de 
Educación del Distrito del auto aprobatorio de la conciliación y demás 
documentos que se requieran para hacer efectivo el pago. No se reconoce valor 
alguno por indexación. La presente propuesta de conciliación no causará 
intereses entre la fecha en que quede en firme el auto aprobatorio judicial y 
durante los 45 días hábiles siguiente en que se haga efectivo el pago. Se expide 
el 25 de agosto de 2022” 

 

Corrido el traslado a la parte convocante, para que manifieste si acepta el citado 

ofrecimiento, quien indicó estar de acuerdo con la propuesta conciliatoria 

presentada por la entidad convocada y la acepta. 

 

 “Me encuentro de acuerdo con la propuesta de conciliación y la aceptamos”. 
 

Interviene luego el Procurador Judicial, manifestando, entre otros aspectos, que el 

acuerdo contiene obligaciones claras, expresas y exigibles y que en cuanto al 

tiempo, modo y lugar de su cumplimiento reúne los siguientes requisitos: i) la 

eventual acción contenciosa que se ha podido llegar a presentar no ha caducado, 

ii) el acuerdo conciliatorio versa sobre o derechos económicos disponibles por las 

partes, iii) las partes se encuentran debidamente representadas y sus 

representantes tienen capacidad para conciliar, iv) obran en el expediente las 

pruebas necesarias que justifican el acuerdo y, v) el acuerdo contenido en el acta 

no es violatorio de la ley, no resulta lesivo para el patrimonio público. 
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2. CONSIDERACIONES 
 

De conformidad con el artículo 56 del Decreto 1818 de 1998 “Por medio del cual 
se expide el Estatuto de los mecanismos alternativos de solución de conflictos.”, 
son susceptibles de conciliación aquellos asuntos sobre conflictos de carácter 

particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción 

de lo contencioso administrativo, a través de los medios de control previstos hoy 

en los artículos 138, 140 y 141 del CPACA. 

 

En este caso las partes acordaron que se reconocería a favor del convocante lo 

anteriormente señalado y contenido en el acta de audiencia de conciliación. 

 

Así mismo, el inciso 3º del artículo 60 del Decreto 1818 de 1998 limitó la 

autonomía de la voluntad de las entidades públicas al comprometer los bienes 

estatales, al disponer que “(…) La autoridad judicial improbará el acuerdo 
conciliatorio cuando no se hayan presentado las pruebas necesarias para 

ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el patrimonio público”.  
 

Igualmente, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Tercera, en sentencia del 16 de marzo de 2005, Radicado Nº. 47001-23-31-000-

2001-00445-01(27815) precisó; 

 

“De conformidad con el art. 70 de la Ley 446 de 1998, pueden conciliar, total 
o parcialmente en las etapas prejudicial o judicial, las personas de derecho 
público, a través de sus representantes legales o por conducto de 
apoderado, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de 
que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 
del Código Contencioso Administrativo. En lo que respecta a la conciliación 
judicial cuando ésta es promovida en la segunda instancia, la Ley 446 de 
1998 se limitó a señalar la oportunidad para celebrarla: esto es, que puede 
ser promovida por cualquiera de las partes antes de que se profiera el fallo, 
y sobres sus efectos (arts. 104 inc. 2º y 105). Sin embargo, el juez para 
aprobar el acuerdo, debe revisar todos los aspectos que son comunes a la 
conciliación, sea ésta prejudicial o judicial, y en este orden de ideas, llevada 
a cabo una conciliación ante el juez del proceso, debe éste verificar el 
cumplimiento de los siguientes requisitos: -1. Que no haya operado el 
fenómeno procesal de la caducidad (parágrafo 2º art. 61 Ley 23 de 1991, 
modificado por el 81 Ley 446 de 1998). 2. Que el acuerdo conciliatorio verse 
sobre conflictos de carácter particular y contenido económico, disponibles 
por las partes (art. 59 Ley 23 de 1991 y 70 Ley 446 de 1998). Se cumple 
este requisito cuando la conciliación envuelve sólo conceptos patrimoniales, 
lo cual no tiene discusión en las acciones contractuales y de reparación 
directa y por contera, no es admisible en aquéllas que contengan 
pretensiones de legalidad, como lo es en la acción de simple nulidad. En 
cambio, en las que contienen conceptos de legalidad y patrimoniales, como 
ocurre en el presente caso, que si bien es cierto, la acción es contractual, 
pero con la que se pretendía la nulidad de un acto administrativo proferido 
con ocasión de la actividad contractual, la conciliación resulta admisible, 
bajo el entendido que se concilia sobre los aspectos patrimoniales del acto. 
3. Que las partes estén debidamente representadas y que tales 
representantes tengan capacidad o facultad para conciliar. 4. Que el 
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acuerdo conciliatorio cuente con las pruebas necesarias, no sea violatorio de 
la Ley o no resulte lesivo para el patrimonio público ( Inc. 3º art. 65ª Ley 23 
de 1991; 73 Ley 446 de 1998). Conforme al art. 62 de la Ley 446 de 1998, 
como el acuerdo logrado involucra actos administrativos, éstos se 
entenderán revocados y sustituidos por tal acuerdo.” (Subrayado y negrilla 
del Juzgado). 

 
En igual sentido, la Sección Tercera, Subsección C, de la misma Corporación en 

Sentencia de 14 de marzo de 2016 Radicado Nº. 18001-23-31-000-2004-00422-

01(50255) puntualizó en síntesis que “(…) para la aprobación del acuerdo 
conciliatorio se requiere la concurrencia de una serie de presupuestos a saber: (1) 
que no haya operado la caducidad de la acción; (2) que las partes que concilian 
estén debidamente representadas, y que los representantes o conciliadores 
tengan capacidad o facultad para conciliar; (3) que verse sobre derechos 
económicos disponibles por las partes; (4) que lo reconocido patrimonialmente 
esté debidamente respaldado en la actuación; y, (5) que no resulte abiertamente 
lesivo para las partes.” 
 
Los artículos 61 y 65A de la Ley 23 de 1991, modificados por los artículos 73 
y 81 de la ley 446 de 1998, prevén como supuestos para la aprobación de la 

conciliación los siguientes: 

 
“1. Que no haya operado la caducidad de la acción; 
 
2. Que el acuerdo conciliatorio verse sobre acciones o derechos económicos 
disponibles por las partes; 
 
3. Que las entidades y los particulares que concilien estén debidamente 
representados y tengan capacidad y facultad para hacerlo; 
 
4. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la 
actuación, y; 
 
5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público.” 
 

Por su parte la Ley 640 de 2001, “Por la cual se modifican normas relativas a la 
conciliación y se dictan otras disposiciones.”, en materia de conciliación 

extrajudicial, en la parte pertinente dispone: 

 
“De la conciliación extrajudicial en derecho 
 
Artículo 19. Conciliación. Se podrán conciliar todas las materias que sean 
susceptibles de transacción desistimiento y conciliación, ante los conciliadores 
de centros de conciliación, ante los servidores públicos facultados para 
conciliar a los que se refiere la presente ley y ante los notarios. 
…  
 
De la Conciliación Contencioso Administrativa 
 
Artículo 23. Conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 
administrativo. Las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo 
contencioso administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los agentes del 
Ministerio Público asignados a esta jurisdicción  
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Artículo   24. Aprobación judicial de conciliaciones extrajudiciales en 
materia de lo contencioso administrativo. Las actas que contengan 
conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo se 
remitirán a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su 
celebración, al juez o corporación que fuere competente para conocer de la 
acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o 
improbación. El auto aprobatorio no será consultable. 

 

Adicionalmente, el artículo 2º del Decreto 1716 de 2009,“Por el cual se 
reglamenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, el artículo 75 de la Ley 446 de 
1998 y del Capítulo V de la Ley 640 de 2001.” preceptúa: 

 
“Artículo 2°. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en 
materia contencioso administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmente, 
las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones 
propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre 
los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales pueda 
conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las 
acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso 
Administrativo o en las normas que los sustituyan. 
 
Parágrafo 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo 
contencioso administrativo: 
 
– Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
 
– Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata 
el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
 
– Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado. (…)”  

 

Por su parte, el H. Consejo de Estado se ha pronunciado sobre la posibilidad de 

conciliar frente a los efectos patrimoniales de un acto administrativo, en los 

siguientes términos:2 

 
“Aclarado lo anterior, considera la Sala que el artículo 13 de la Ley 1285 de 
2009 debe ser armonizado para el caso con los artículos 70 y 71 de la Ley 446 
de 19983, para entender cómo funciona este mecanismo de solución de 
conflictos cuando se pretende conciliar sobre los efectos patrimoniales de un 
acto administrativo, en ese orden, la administración y el afectado, sólo podrán 
transigir sobre un eventual restablecimiento de tipo económico del derecho 
conculcado por la expedición del acto, siempre y cuando en el escenario 
propuesto para la solución amistosa se tenga conocimiento de alguna de las 
causales de revocatoria directa de la decisión administrativa descritas en el 
artículo 69 del C. C. A.”(…) 

 
“Así las cosas, se concluye que para que se pueda transigir sobre los efectos 
económicos de un acto administrativo de carácter particular, se deben cumplir 
dos condiciones: i) que con la expedición del acto se incurra en alguna de las 

 
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Expediente 
No. 13001-23-31-000-2009-00254-01(1823-09), Bogotá D.C., veinte (20) de enero del año dos mil once 
(2011), C.P. Dr. Gerardo Arenas Monsalve 
3 Por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del Decreto 2651 de 1991, se 
modifican algunas del Código de Procedimiento Civil, se derogan otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 
2279 de 1989, se modifican y expiden normas del Código Contencioso Administrativo y se dictan otras 
disposiciones sobre descongestión, eficiencia y acceso a la justicia. 
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causales de revocación directa establecidas en el artículo 69 del C. C. A., es 
decir, cuando la administración advierta una ilegalidad o inconstitucionalidad 
manifiesta, una contravención al orden público o la producción de un perjuicio 
injustificado y; ii) que la cuestión verse sobre derechos o asuntos susceptibles 
de disposición.” 

 
 
2.2. De la sanción mora 
 
Mediante la Ley 244 del 29 de diciembre de 1995, se estableció la sanción por el 

no pago de la cesantía, consistente en una multa a cargo del empleador y a favor 

del empleado, establecida con el fin de resarcir los daños que se causan a este 

último por el incumplimiento en el pago de la liquidación definitiva del auxilio de 

cesantía.  

 

Así, el artículo 1° consagra que “Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes 

a la presentación de la solicitud de liquidación de las Cesantías Definitivas, por 

parte de los servidores públicos de todos los órdenes, la entidad patronal deberá 

expedir la Resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados 

en la Ley”.  

 

Por su parte, el artículo 2° dispone: “La entidad pública pagadora tendrá un plazo 
máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la fecha de la cual quede 
en firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las Cesantías 
Definitivas del servidor público, para cancelar esta prestación social. 
 

PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías de los servidores 
públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al 
beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo 
el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación dentro 
del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra 
el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa 
imputable a éste.”  
 

Posteriormente, la Ley 1071 de 2006, “Por medio de la cual se adiciona y modifica 

la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o parciales a los 

servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su 

cancelación” estableció en su artículo 4° que “Dentro de los quince (15) días 

hábiles siguientes a la presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías 

definitivas o parciales, por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o 

aquella que tenga a su cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá 

expedir la resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados 

en la ley”.  

 

A su vez, el artículo 5° estableció “MORA EN EL PAGO. La entidad pública 
pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir 
de la cual quede en firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las 
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cesantías definitivas o parciales del servidor público, para cancelar esta prestación 
social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 
 
PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales 
de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus 
propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta 
que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la 
no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la 
entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el 
pago se produjo por culpa imputable a este.” 
 

De los artículos transcritos se deduce que, si se trata del reconocimiento de 

cesantías definitivas o parciales, la entidad pública obligada al reconocimiento y 

pago dispone de un término de quince (15) días hábiles a partir de la fecha de 

solicitud de liquidación de cesantías, para producir el acto administrativo que 

ordene su liquidación, y de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de que 

quede en firme dicho acto, para proceder a su pago.  

 

Se observa así mismo que las normas no contemplan ninguna excepción a la 

aplicación de la sanción y, en tal virtud, cobijan a los servidores públicos de todos 

los órdenes, dentro de los que se encuentran los docentes, calidad que ostenta el 

convocante. 

 
2.2. Del marco normativo de la sanción mora 
 
RÉGIMEN LEGAL 
APLICABLE –  

 Ley 244 de 1995. 

 Ley 1071 de 20064. 

 Ley 1437 de 2011, amplió a 10 días el término para interponer y 
presentar los recursos contra los actos administrativos, para un 
total de 70 días hábiles. 

 

 

 

 

 

JURISPRUDENCIA 
APLICABLE –  

 Corte Constitucional Sentencia SU-336 de 2017. 
 Consejo de Estado, Sentencia de unificación CE-SUJ-SII-

012-2018, 18 de julio de 2018, en la que se fijaron las 
siguientes reglas: 

 
“PRIMERO: UNIFICAR JURISPRUDENCIA en la 
sección segunda del Consejo de Estado, para señalar 
que el docente oficial, al tratarse de un servidor público 
le es aplicable la Ley 244 de 1995 y sus normas 
complementarias en cuanto a sanción moratoria por 
mora en el pago de las cesantías. 
 
SEGUNDO: SENTAR JURISPRUDENCIA en la sección 
segunda del Consejo de Estado para señalar en cuanto 
a la exigibilidad de la sanción moratoria por el pago 
tardío de las cesantías, las siguientes reglas:  
 
En el evento en que el acto que reconoce las cesantías 
definitivas y parciales se expida por fuera del término de 
ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria corre 
70 días hábiles después de radicada la solicitud de 

 
4 “Por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o 
parciales a los servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación.” 
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reconocimiento, término que corresponde a: i) 15 días 
para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del 
acto; y iii) 45 días para efectuar el pago. 
 
Así mismo, en cuanto a que el acto que reconoce la 
cesantía debe ser notificado al interesado en las 
condiciones previstas en el CPACA, y una vez se verifica 
la notificación, iniciará el cómputo del término de 
ejecutoria. Pero si el acto no fue notificado, para 
determinar cuándo corre la ejecutoria, deberá 
considerarse el término dispuesto en la ley5 para que la 
entidad intentara notificarlo personalmente, esto es, 5 
días para citar al peticionario a recibir la notificación, 5 
días para esperar que compareciera, 1 para entregarle el 
aviso, y 1 más para perfeccionar el enteramiento por este 
medio. Por su parte, cuando el peticionario renuncia a 
los términos de notificación y de ejecutoria, el acto 
adquiere firmeza a partir del día que así lo manifieste. En 
ninguno de estos casos, los términos de notificación 
correrán en contra del empleador como computables 
para sanción moratoria. 
 
Cuando se interpone recurso, la ejecutoria correrá 1 día 
después que se notifique el acto que lo resuelva. Si el 
recurso no es resuelto, los 45 días para el pago de la 
cesantía, correrán pasados 15 días de interpuesto. 
 
TERCERO: SENTAR JURISPRUDENCIA en la sección 
segunda del Consejo de Estado para señalar que, en 
tratándose de cesantías definitivas, el salario base 
para calcular la sanción moratoria será la asignación 
básica vigente en la fecha en que se produjo el retiro 
del servicio del servidor público; a diferencia de las 
cesantías parciales, donde se deberá tener en cuenta 
para el mismo efecto la asignación básica vigente al 
momento de la causación de la mora sin que varíe por la 
prolongación en el tiempo. 
 
CUARTO: SENTAR JURISPRUDENCIA en la sección 
segunda del Consejo de Estado para señalar que es 
improcedente la indexación de la sanción moratoria 
por pago tardío de las cesantías. Lo anterior, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 187 del CPACA. 
 
QUINTO: Señalar que el efecto de la presente sentencia 
de unificación será retrospectivo, y por ende, aplicable 
de manera obligatoria los trámites pendientes de resolver 
en sede gubernativa y judicial. Por lo anterior, esta 
providencia no podrá aplicarse de manera retroactiva, 
respetando así la cosa juzgada de los conflictos 
decididos con antelación.” 

 
 

3. TRAMITE JUDICIAL 
 

Sentada la base teórica a partir de la cual la administración pública puede conciliar 

sobre asuntos de carácter particular y contenido económico de que conozca esta 

jurisdicción, procede el Despacho a analizar el contenido de la presente 

conciliación prejudicial, y las pruebas allegadas al expediente, para establecer si el 

acuerdo logrado por las partes se ajusta al ordenamiento jurídico, así: 

 
5 Artículo 69 CPACA. 
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3.1. Caducidad de la acción. Según lo consagrado en el numeral 1, literal d) del 

artículo 164 del C.P.A.C.A., la demanda se podrá presentar en cualquier tiempo 

contra actos producto del silencio administrativo. En consecuencia, por girar la 

conciliación en torno al reconocimiento y pago de la sanción moratoria establecida 

en la Ley 1071 de 2006, la acción no se encuentra caducada por cuanto recae 

sobre la legalidad de un acto ficto. Por lo anterior, la pretensión no está sujeta a 

este fenómeno procesal pudiendo ejercerse el medio de nulidad y restablecimiento 

del derecho en cualquier tiempo. 

 
3.2. Acuerdo conciliatorio sobre acciones o derechos económicos 
disponibles por las partes.  El caso que ocupa la atención del Despacho en esta 

oportunidad, gira en torno al reconocimiento y pago de la sanción moratoria a la 

convocante por el reconocimiento tardío de sus cesantías definitivas, el cual se 

debe hacer como se explica a continuación y, es concordante con el acuerdo 

sometido a conciliación, veamos: 

 

1.- La convocante solicitó el reconocimiento y pago de sus cesantías el 16 de 
octubre de 2019, radicado bajo el No. 2019-CES-809755. [f.18 Archivo001].    
 
2.- La secretaria de Educación del Distrital, en nombre y representación de la 

Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (Fonpremag), expidió la Resolución 10674 de 18 de 
noviembre de 2019, reconociendo la prestación. [f.18- 20Archivo 001].    

 

3.- El pago se puso a disposición el 20 de marzo de 2020. [f.14 Archivo001].  

   

No obstante, no resulta procedente el reconocimiento y pago a favor de la 

convocante, Galindo Castro Hilda María, por cuanto: 

 

- De la solicitud de conciliación administrativa extrajudicial6 presentada por la 

parte convocante, como de las gestiones llevadas a cabo por la 

Procuraduría 196 Judicial I para asuntos administrativos de la ciudad de 

Bogotá7, evidencia esta Judicatura qué fue convocado la Nación –
Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones del 
Magisterio- Secretaría de Educación Distrital y la Fiduciaria La 
Previsora S.A. 
 
No obstante, de las actas aportadas al plenario evidencia este Despacho 

que:  

 

1. A la Fiduciaria la Previsora S.A, no le asistió animo conciliatorio8. 
 

“Seguidamente, se le concede el uso de la palabra al apoderado de la parte 
convocada, con el fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el comité 

 
6 Ver folio 1-3 del archivo 001 del expediente digital.  
7 Ver auto admisorio 069 folio99 del archivo 008 del expediente digital. 
8 Ver folio 25 del Archivo 001 
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de conciliación de la entidad en relación con la solicitud incoada: Actualmente, 
el Comité de Conciliación de la convocada certificó – el día seis (6) del mes de 
septiembre de 2022- que, mediante reunión del mismo día, se decidió: 
 

 “Teniendo en cuenta las consideraciones expuestas en la sesión 
correspondiente, FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., 
FIDUPREVISORA S.A., manifiesta que NO le asiste ánimo 
conciliatorio en el asunto tratado, toda vez que la Fiduciaria cumplió 
con el pago de la prestación a favor de la convocante dentro del 
término legal establecido para cumplir con dicha obligación.” 

 

2. La Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio no se presentó a la diligencia. 
 

Se deja constancia que en el trámite no se hizo presente apoderado de la 
parte convocada - LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO -, el día de hoy, ni en la audiencia del 16 de septiembre de 
2022 - para lo cual se le dieron, de conformidad con lo dispuesto por el 
numeral 7º del artículo 9° del Decreto 1716 de 2009 tres (3) días para 
justificar su inasistencia sin que se hubiere allegado – a este Despacho– 
ninguna justificación, …”. 
 

De lo expuesto, no hay dudas que a estas dos convocadas no les asistió animo 
conciliatorio. 
 

Del Acta de conciliación extrajudicial de 26 de septiembre de 20229, se percata 

este Despacho que si bien, se llegó a un acuerdo conciliatorio, no es menos cierto 

que, la mentada acta, no es clara en discriminar la responsabilidad y/o la cuota 

parte de cada uno de los sujetos responsables del pago de la sanción mora, esto 

es, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, la Secretaría de 

Educación Territorial y la Fiduciaria la previsora. 

 

Es preciso indicar que tal como está decantado por la jurisprudencia del Consejo 

de Estado, cada una de las convocadas es responsable del reconocimiento y pago 

de la sanción mora, según se hayan dado el incumplimiento en los plazos; razón 

por la cual, el Despacho no puede impartirle aprobación al acuerdo conciliatorio 

que hoy se discute en sede Judicial, máxime cuando la Nación- Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduciaria la Previsora, no les asistió 
ánimo para ello.   
 

Es importante para esta judicatura, traer a colación el artículo 57 de la Ley 1955 

de 201910, vigente al momento de la solicitud de cesantías presentada por la 

accionante11, que reza: 

 

 
9 Ver folio 27 del archivo 001 del expediente digital.  
10 Fecha de entrada en vigencia 25 de mayo de 2019 
11 Fecha de presentación de solicitud 13 de junio de 2019, ver folio 92 del archivo oo8.  
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“ARTÍCULO 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS 
DEL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata 
la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaria de Educación 
de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio. 

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del 
proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser 
elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 
administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante resolución que 
llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial. 

Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo 
deberá aplicar el principio de unidad de caja con el fin de lograr mayor eficiencia 
en la administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, con excepción 
de los recursos provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades 
Territoriales - FONPET. En todo caso, el Fondo debe priorizar el pago de los 
servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 

Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio sólo 
podrán destinarse para garantizar el pago de las prestaciones económicas, 
sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No 
podrá decretarse el pago de indemnizaciones económicas por vía judicial o 
administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. 

PARÁGRAFO. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por 
mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago 
extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos 
previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por 
parte de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las 
cesantías. 

Es preciso resaltar, que los actos administrativos de reconocimiento y pago de 

prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, intervienen la Secretaría de Educación del ente territorial en el cual 

presta sus servicios la docente peticionaria mediante la elaboración del proyecto 

de resolución de reconocimiento prestacional y la Fiduciaria quien administra los 

recursos del Fondo que se encarga de aprobar o improbar el proyecto de 

resolución conforme a la documentación aportada. 

 

No obstante, es al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien se 
le dio la función de expedir el acto administrativo por el que se dispone el 
pago de la prestación del docente solicitante, a través de la Secretaría de 

Educación.  

 

De lo anterior se puede concluir, que los entes territoriales actúan como 

facilitadores para que los Docentes Nacionalizados tramiten el reconocimiento y 

pago de su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
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Sociales del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la administración 

de los recursos de FOMAG, los suscriben, es en representación de dicho Fondo 

por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al ente territorial, ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

 

Conforme a lo expuesto, no es forzoso concluir que dentro del trámite conciliatorio 

debió señalarse la cuota parte de las convocadas como también, existir 

aceptación de todas las responsables en el reconocimiento y pago de la citada 

prestación; circunstancia que no se avizoró en el Acta de conciliación de 28 de 

julio de 2022 expedida por la Procuraduría 196 Judicial para asuntos 

Administrativos de la ciudad de Bogotá. 

 

La jurisprudencia del Consejo de Estado, se ha encargado de delimitar los 

criterios a los cuales deben sujetarse los acuerdos conciliatorios para que sean 

aprobados, al respecto: “i) Que al estar de por medio los intereses y el patrimonio 
público, el acuerdo conciliatorio debe estar soportado de tal forma que en el 
momento en el cual se aborde su estudio, al juez no le quepan dudas acerca de la 
procedencia, la legalidad y el beneficio respecto del patrimonio público del 
mencionado acuerdo conciliatorio. Así las cosas, cualquier afirmación por más 
estructurada y detallada que sea por medio de la cual se reconozca un derecho 
como parte del objeto conciliatorio y que genere la afectación del patrimonio, debe 
estar debidamente acreditado mediante el material probatorio idóneo que 
produzca en el juez la convicción de que hay lugar a tal reconocimiento12.” 

 

De la jurisprudencia relacionada, se infiere que el juez debe tener la convicción 

con fundamento en el material probatorio aportado, que el objeto de la 

conciliación no genere afectación al patrimonio público ni sea lesivo para las 

partes, como también que la obligación contenida en ella sea clara, expresa y 

exigible a las convocadas, circunstancia que en este caso no se evidencia.  

 

Finalmente, demostrado está que el Acta de Radicación N.º E-2022-419708 de 
28 de junio de 2022, ante la Procuraduría 196 Judicial I Para Asuntos 

Administrativos, no contiene una obligación clara, expresa y exigible, y de 

conformidad con las pruebas allegadas al expediente, este Despacho no 

considera procedente impartirle aprobación a la misma.  

 

Por lo expuesto, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C., administrando justica 

en nombre de la República y por autoridad de la ley,        

 
 
 

 
12 Consejo de Estado sentencia nueve (09) de marzo de 2017, radicación 05001-23-31-000-2012-00690-

01(54121) Jaime Orlando Santofímio Gamboa.   
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4. R E S U E L V E 
 

PRIMERO: IMPROBAR el acuerdo conciliatorio realizado el 26 de septiembre de 

2022 ante la Procuraduría ciento noventa y seis (196) Judicial I Para 

Asuntos Administrativos de Bogotá, entre Hilda María Galindo 

Castro y la Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio- Bogotá Distrito Capital- 
Secretaría de Educación y la Fiduciaria la Previsora S.A, por las 

razones expuestas. 

 

SEGUNDO: DECLARAR que esta conciliación hace tránsito a cosa juzgada; y 

por tanto terminado el proceso. 
 

TERCERO: Ejecutoriada el presente proveído, por Secretaria háganse las 

gestiones de ley.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 
MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 
 

Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidos (2022). 
  

 

El señor WILLIAM GALVIS DIAZ, a través de apoderado judicial, instauró 

demanda en contra NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- 
ALCALDÍA DE BOGOTÁ- SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL- 
FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. 

Este Despacho, a través de auto de doce (12) de septiembre de dos mil veintidós 

(2022), decidió inadmitir la demanda, a efecto de que se subsanara en los 

siguientes términos: 

“aclare en las pretensiones de la demanda la fecha de  radicación  
de  la  petición  presentada   ante  el  Distrito  capital –  Secretaria  
de Educación de Bogotá, toda vez que, la indicada no corresponde 
a la mencionada en los hechos y en las pruebas allegadas con la 
demanda.” 

 
Para ello, concedió el término de 10 días contados a partir de la notificación de la 

providencia conforme al artículo 170 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo, so pena de rechazo. 

   

 

CONSIDERACIONES 

 

 

Sobre el particular, a través de estado electrónico del 13 de septiembre de 2022 

se notificó el auto que inadmitió la demanda de fecha 12 de septiembre de 2022, 

la secretaria de este Juzgado comunicó a las partes procesales la providencia de 

la inadmisión de la demanda al correo electrónico suministrado por el apoderado 

de la parte demandante en el escrito de demanda, por tanto, el demandante tenía 

hasta el 29 de septiembre de 2022 para corregir lo señalado.  

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00313-00 
DEMANDANTE WILLIAM GALVIS DIAZ 
DEMANDADO(A) NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ – FIDUCIARIA LA 
PREVISORA. 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
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En ese orden de ideas, el demandante dejó fenecer el término de 10 días, sin 

cumplir con la carga procesal impuesta, es decir, corregir la demanda formulada.  

 

Por lo anterior, al no haberse efectuado la subsanación ordenada dentro del 

término previsto, procede el rechazo de la demanda, de conformidad con el 

artículo 169 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (CPACA), el cual dispone: 

 

“Artículo 169. Rechazo de la demanda. Se rechazará la demanda y se 

ordenará la devolución de los anexos en los siguientes casos: 

 

1. Cuando hubiere operado la caducidad. 

 

2. Cuando habiendo sido inadmitida no se hubiere corregido la 

demanda dentro de la oportunidad legalmente establecida. 

 

3. Cuando el asunto no sea susceptible de control judicial.” (Subrayado 

fuera de texto). 

 

En virtud de lo expuesto el Juzgado, 

 

R E S U E L V E: 

PRIMERO:  RECHAZAR la demanda instaurada por WILLIAM GALVIS DIAZ 

contra la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO- ALCALDÍA DE BOGOTÁ- SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DISTRITAL- FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A.por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO:  En firme esta providencia, archívese el proceso.  

 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

  

 
CLM. 



N.R.D. 2022-00313-00 
Demandante: William Galvis Diaz  

Demandada: Min. Educación -Secretaria de Educación- Fomag 
 

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: ecc45438268aa2798253d76e7b82704545c81b2e0036ccada3cf33adf984d775

Documento generado en 10/10/2022 07:58:36 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra el auto de 12 de septiembre de 2022, que rechazó la demanda 

por no ser los actos administrativos susceptibles de control judicial.  

 

Comoquiera que la apelación presentada es procedente, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo.  

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra del auto de 12 de septiembre de 
2022, que rechazó la demanda por no ser los actos administrativos 

susceptibles de control judicial.   

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

Se resuelve sobre la fijación de la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA), modificado por los artículos 39, 40 y 46 de la Ley 2080 de 2021 el cual 

dispone: 

 

“Artículo 180. Audiencia inicial. Vencido el término de traslado de la 
demanda o de la de reconvención según el caso, el Juez o Magistrado 
Ponente, convocará a una audiencia que se sujetará a las siguientes reglas: 
 
 
1. Oportunidad. La audiencia se llevará a cabo bajo la dirección del Juez o 
Magistrado Ponente dentro del mes siguiente al vencimiento del término de 
traslado de la demanda o del de su prórroga o del de la de reconvención o del 
de la contestación de las excepciones o del de la contestación de la demanda 
de reconvención, según el caso. El auto que señale fecha y hora para la 
audiencia se notificará por estado y no será susceptible de recursos.” –
Subrayado fuera de texto- 

 

 

FIJACIÓN DE AUDIENCIA INICIAL. 
 

Antecedentes 
 

A través de auto de fecha 31 de mayo de 2022, el Despacho admitió la presente 

demanda, la cual fue notificada personalmente a la parte demandada, al Agente 

del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

 

La SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E. dentro del 

término de traslado correspondiente CONTESTO LA DEMANDA. 
  
 
Análisis del Despacho 
 

Una vez analizada la presente actuación, y atendiendo a que se efectuaron todas 

las notificaciones personales de la admisión de la demanda a la(s) parte(s) 

demandada(s), al Agente del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado, le corresponde a este Despacho dar aplicación a lo 

ordenado en el numeral 1º del citado artículo 180 del CPACA, no sin antes advertir 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2019-00559-00 
DEMANDANTE DIANA PATRICIA HERNANDEZ ZAPATA 
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MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
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a los apoderados de las partes intervinientes, las siguientes disposiciones legales, 

relacionadas con la asistencia obligatoria a la misma y las consecuencias de su no 

comparecencia.  

 

Al respecto, el numeral 2º del artículo 180 Ibidem, establece: 

  

“2. Intervinientes. Todos los apoderados deberán concurrir obligatoriamente. 
También podrán asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 
 
La inasistencia de quienes deban concurrir no impedirá la realización de la 
audiencia, salvo su aplazamiento por decisión del Juez o Magistrado 
Ponente.” –Subrayado fuera de texto- 

 

Además, el numeral 4º, consagra claramente: 

 

4. Consecuencias de la inasistencia. Al apoderado que no concurra a la 
audiencia sin justa causa se le impondrá multa de dos (2) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. –Subrayado fuera de texto- 

 

Este Despacho exhorta igualmente a la(s) parte(s) demandada(s), que, si hubiese 

lugar, formule oferta de revocatoria de los actos administrativos impugnados, 

previa aprobación del Comité de Conciliación, según lo dispuesto en el parágrafo 

del artículo 95 del CPACA y, allegue la respectiva acta de dicho Comité, para surtir 

la conciliación judicial. 

 

Se advierte a la(s) parte(s) demandada(s) que el incumplimiento al numeral 4º y 

parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (CPACA), da lugar a falta disciplinaria gravísima 
del funcionario encargado del asunto; en este caso, se pondrá en conocimiento 

inmediatamente de la Procuraduría General de la Nación, para lo de su 

competencia. 

 

Se pone de presente a las partes que como consecuencia de las medidas 

adoptadas con ocasión de la declaratoria del estado de emergencia y en general 

por la pandemia, como medida de organización del Juzgado ante la virtualidad se 

dispuso la creación de correo electrónico 

memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co con el fin de atender 

exclusivamente situaciones relacionadas con las audiencias que se encuentren 

calendadas, en aspectos tales como poderes, sustituciones de poder, 

actualización de datos de contacto, número de celular, correos actualizados de las 

partes y también con el fin de enviarles de forma efectiva el link a través del cual 

se llevara a cabo la audiencia.  

 

Así mismo, es pertinente indicar que la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, “por 

medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011 y se dictan otras disposiciones en 

materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción” 

estableció en el artículo 38 el trámite que se debe surtir para la resolución de las 

excepciones previas así: 
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“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 
advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 
mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral 
tercero del artículo 182A.” 

De conformidad con la norma trascrita, se tiene que en esta etapa procesal solo 

corresponde resolver las excepciones previas, antes de citar a las partes 

procesales a la audiencia inicial. 

Revisado el expediente, las excepciones propuestas por la entidad demandada no 

corresponden a las enlistadas en el artículo 100 del Código General del Proceso. 

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal. 

 

Conforme a lo anterior, este Despacho DISPONE: 

 

PRIMERO: Téngase por CONTESTADA la demanda por la SUBRED 
INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E. 

SEGUNDO: Señálese el día dos (2) de noviembre de 2022, a las 09:30 a.m., 
para efectos de llevar a cabo audiencia inicial, conforme al numeral 1º del artículo 

180 del CPACA.  

Para ingresar a la audiencia inicial, deberán ingresar a la plataforma LIFEZISE, 
pulsando el siguiente enlace https://call.lifesizecloud.com/15986777  
 
TERCERO: Prevenir a las partes, a los terceros interesados y al Ministerio 

Público, que pueden asistir a la audiencia inicial, sin embargo, será de carácter 

obligatorio la asistencia de los apoderados de las partes. Además, se conmina a 
las partes a que aporten las pruebas que puedan obtener mediante derecho 
de petición, tal como lo prescribe el numeral 10 del artículo 78 del C.G.P, 
acompasado con el artículo 173 ídem. 
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CUARTO: Prevenir a las partes que la inasistencia a esta audiencia no impide su 

realización, y la justificación por la no comparecencia sólo es causal exonerativa 

de las consecuencias pecuniarias adversas que se hubiesen derivado de la 

inasistencia con relación a los apoderados de las partes. 

 
QUINTO: En la misma audiencia se fijará fecha y hora para llevar a cabo la de 

pruebas, pero se podrá prescindir de esta etapa, cuando el asunto sea de puro 

derecho, se hayan aportado o recaudado la totalidad de las pruebas, o no sea 

necesaria su práctica, para lo cual se dará aplicación al inciso final del artículo 179 

Ibidem, dando la oportunidad para alegar de conclusión y se procederá a dictar 

sentencia oral, la cual se notificará por estrados a los sujetos procesales y terceros 

intervinientes, de conformidad con lo establecido en los artículos 202 del CPACA y 

291 del CGP. 

 

SEXTO: En caso de incumplimiento a lo ordenado en el numeral 4º y parágrafo 1º 

del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (CPACA), por parte de la(s) demandada(s), se pondrá en 

conocimiento inmediatamente de la Procuraduría General de la Nación, para lo de 

su competencia. 

 

SÉPTIMO: Contra la decisión de fijar fecha no procede ningún recurso, de 

acuerdo con lo establecido en el numeral 1º del artículo 180 del CPACA. 

 

OCTAVO: Instar a los apoderados dentro del proceso de la referencia para que 

alleguen la documentación pertinente tales como poderes, sustituciones de poder, 

actualización de datos de contacto, número de celular, correos actualizados, solo 

en el evento de que hayan sufrido modificación,  un (01) día antes de la realización 

de la audiencia fijada en la presente fecha al correo 

memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co, así mismo se les indica 

que a través del este correo secretaría Ad-Hoc enviará el link de ingreso a la 

audiencia, la cual se llevará a cabo por medio de la plataforma virtual LIFESIZE, 

aplicación que deberán descargar en caso de que asistan a la audiencia a través 

de su teléfono móvil, con todo se se les remite el siguiente link  https://etbcsj-

my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm

7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7i-xFuSfUZHx9g?e=74abz8 contentivo del 

protocolo que se debe observar antes, durante y después de la audiencia.  

 

NOVENO: Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del 

Ministerio Público el expediente completo de la presente controversia en medio 

digital, que podrá ser consultado aquí1. 

 
Por Secretaría, notifíquese el presente auto por estado electrónico. 

 

 
 

1 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web: https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/alealm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EoK3o77KaBhKrn9NkzQeTkoBkrrUBxy4CejTlYxKese
iAw?e=MNdaw1  
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

CLM. 

 

  

             

                  

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 0db9a892a48099550e2163f40d9d87c0db878348fe860aea7cb078b37dd35ed9

Documento generado en 10/10/2022 07:58:37 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

Tema: Fija fecha audiencia inicial 

 

Se resuelve sobre la fijación de la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA), modificado por los artículos 39, 40 y 46 de la Ley 2080 de 2021 el cual 

dispone: 

 

“Artículo 180. Audiencia inicial. Vencido el término de traslado de la 
demanda o de la de reconvención según el caso, el Juez o Magistrado 
Ponente, convocará a una audiencia que se sujetará a las siguientes reglas: 

 
1. Oportunidad. La audiencia se llevará a cabo bajo la dirección del Juez o 
Magistrado Ponente dentro del mes siguiente al vencimiento del término de 
traslado de la demanda o del de su prórroga o del de la de reconvención o del 
de la contestación de las excepciones o del de la contestación de la demanda 
de reconvención, según el caso. El auto que señale fecha y hora para la 
audiencia se notificará por estado y no será susceptible de recursos.” –
Subrayado fuera de texto- 

 

 

FIJACIÓN DE AUDIENCIA INICIAL. 
 

Antecedentes 
 

A través de auto de 18 de julio de 2022, el Despacho admitió la presente 

demanda, la cual fue notificada personalmente a la parte demandada, al Agente 

del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

 

La Nación- Ministerio de Defensa- Policía Nacional- Hospital Central dentro 

del término de traslado correspondiente contestó la demanda. 
 
Análisis del Despacho 
 

Una vez analizada la presente actuación, y atendiendo a que se efectuaron todas 

las notificaciones personales de la admisión de la demanda a la(s) parte(s) 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-0087-00 
DEMANDANTE TATIANA ABRIL MORA 

DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA- POLICIA 
NACIONAL- HOSPITAL CENTRAL 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
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demandada(s), al Agente del Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado, le corresponde a este Despacho dar aplicación a lo 

ordenado en el numeral 1º del citado artículo 180 del CPACA, no sin antes advertir 

a los apoderados de las partes intervinientes, las siguientes disposiciones legales, 

relacionadas con la asistencia obligatoria a la misma y las consecuencias de su no 

comparecencia.  

 

Al respecto, el numeral 2º del artículo 180 Ibidem, establece: 

  

“2. Intervinientes. Todos los apoderados deberán concurrir obligatoriamente. 
También podrán asistir las partes, los terceros y el Ministerio Público. 
 
La inasistencia de quienes deban concurrir no impedirá la realización de la 
audiencia, salvo su aplazamiento por decisión del Juez o Magistrado 
Ponente.” –Subrayado fuera de texto- 

 

Además, el numeral 4º, consagra claramente: 

 

4. Consecuencias de la inasistencia. Al apoderado que no concurra a la 
audiencia sin justa causa se le impondrá multa de dos (2) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. –Subrayado fuera de texto- 

 

Este Despacho exhorta igualmente a la(s) parte(s) demandada(s), que, si hubiese 

lugar, formule oferta de revocatoria de los actos administrativos impugnados, 

previa aprobación del Comité de Conciliación, según lo dispuesto en el parágrafo 

del artículo 95 del CPACA y, allegue la respectiva acta de dicho Comité, para surtir 

la conciliación judicial. 

 

Se advierte a la(s) parte(s) demandada(s) que el incumplimiento al numeral 4º y 

parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (CPACA), da lugar a falta disciplinaria gravísima 
del funcionario encargado del asunto; en este caso, se pondrá en conocimiento 

inmediatamente de la Procuraduría General de la Nación, para lo de su 

competencia. 

 

Se pone de presente a las partes que como consecuencia de las medidas 

adoptadas con ocasión de la declaratoria del estado de emergencia y en general 

por la pandemia, como medida de organización del Juzgado ante la virtualidad se 

dispuso la creación de correo electrónico 

memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co con el fin de atender 

exclusivamente situaciones relacionadas con las audiencias que se encuentren 

calendadas, en aspectos tales como poderes, sustituciones de poder, 

actualización de datos de contacto, número de celular, correos actualizados de las 

partes y también con el fin de enviarles de forma efectiva el link a través del cual 

se llevara a cabo la audiencia.  

 

Así mismo, es pertinente indicar que la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, “por 

medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011 y se dictan otras disposiciones en 

materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción” 
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estableció en el artículo 38 el trámite que se debe surtir para la resolución de las 

excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 
advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 
mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral 
tercero del artículo 182A.” 

De conformidad con la norma trascrita, se tiene que en esta etapa procesal solo 

corresponde resolver las excepciones previas, antes de citar a las partes 

procesales a la audiencia inicial. 

Revisado el expediente, las excepciones propuestas por la entidad demandada no 

corresponden a las enlistadas en el artículo 100 del Código General del Proceso. 

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal. 

Conforme a lo anterior, este Despacho DISPONE: 

 

PRIMERO: Téngase por contestada la demanda por la Nación- Ministerio de 
Defensa- Policía Nacional- Hospital Central.  

SEGUNDO: Señálese el día 9 de noviembre de 2022, a las 09:30 a.m., para 

efectos de llevar a cabo audiencia inicial, conforme al numeral 1º del artículo 180 

del CPACA.  

Para ingresar a la audiencia inicial, deberán ingresar a la plataforma LIFEZISE, 
pulsando el siguiente enlace: https://call.lifesizecloud.com/15971461.  
 
TERCERO: Prevenir a las partes, a los terceros interesados y al Ministerio 

Público, que pueden asistir a la audiencia inicial, sin embargo, será de carácter 

obligatorio la asistencia de los apoderados de las partes. Además, se conmina a 
las partes a que aporten las pruebas que puedan obtener mediante derecho 
de petición, tal como lo prescribe el numeral 10 del artículo 78 del C.G.P, 
acompasado con el artículo 173 ídem. 
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CUARTO: Prevenir a las partes que la inasistencia a esta audiencia no impide su 

realización, y la justificación por la no comparecencia sólo es causal exonerativa 

de las consecuencias pecuniarias adversas que se hubiesen derivado de la 

inasistencia con relación a los apoderados de las partes. 

 
QUINTO: En la misma audiencia se fijará fecha y hora para llevar a cabo la de 

pruebas, pero se podrá prescindir de esta etapa, cuando el asunto sea de puro 

derecho, se hayan aportado o recaudado la totalidad de las pruebas, o no sea 

necesaria su práctica, para lo cual se dará aplicación al inciso final del artículo 179 

Ibidem, dando la oportunidad para alegar de conclusión y se procederá a dictar 

sentencia oral, la cual se notificará por estrados a los sujetos procesales y terceros 

intervinientes, de conformidad con lo establecido en los artículos 202 del CPACA y 

291 del CGP. 

 

SEXTO: En caso de incumplimiento a lo ordenado en el numeral 4º y parágrafo 1º 

del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (CPACA), por parte de la(s) demandada(s), se pondrá en 

conocimiento inmediatamente de la Procuraduría General de la Nación, para lo de 

su competencia. 

 

SÉPTIMO: Contra la decisión de fijar fecha no procede ningún recurso, de 

acuerdo con lo establecido en el numeral 1º del artículo 180 del CPACA. 

 

OCTAVO: Instar a los apoderados dentro del proceso de la referencia para que 

alleguen la documentación pertinente tales como poderes, sustituciones de poder, 

actualización de datos de contacto, número de celular, correos actualizados, solo 

en el evento de que hayan sufrido modificación,  un (01) día antes de la realización 

de la audiencia fijada en la presente fecha al correo 

memorialesaudienciasj25@cendoj.ramajudicial.gov.co, así mismo se les indica 

que a través del este correo secretaría Ad-Hoc enviará el link de ingreso a la 

audiencia, la cual se llevará a cabo por medio de la plataforma virtual LIFESIZE, 

aplicación que deberán descargar en caso de que asistan a la audiencia a través 

de su teléfono móvil, con todo se se les remite el siguiente link  https://etbcsj-

my.sharepoint.com/:b:/g/personal/jvargasc_cendoj_ramajudicial_gov_co/ERkgTSm

7btpFmbJaIQtJd64BpNWTdu5Y7i-xFuSfUZHx9g?e=74abz8 contentivo del 

protocolo que se debe observar antes, durante y después de la audiencia.  

 

NOVENO: Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del 

Ministerio Público el expediente completo de la presente controversia en medio 

digital, que podrá ser consultado aquí1. 
 

Por Secretaría, notifíquese el presente auto por estado electrónico. 

 

 

1 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web: 110013335025-

2022-00250-00 

 
 

 



N.R.D. 2022-0250 
Demandante: Tatiana Abril Mora 

Demandando: La Nación- Ministerio de Defensa- Policía Nacional 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 
 

 

Por reunir los requisitos legales establecidos en los artículos 155 ss., 162 ss., del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA) y de conformidad con lo previsto en el artículo 171, este Despacho 

ADMITE LA DEMANDA interpuesta por MARÍA CONSUELO ABRIL SANCHEZ 
en contra de la NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- CAJA DE 
RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES- CREMIL. De oficio, se ordena vincular 

a la señora MARÍA GLADYS SANCHEZ DE ABRIL. En tal virtud, dispone: 
  
1. Notificar personalmente al representante legal de  NACIÓN- MINISTERIO 

DE DEFENSA NACIONAL- CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS 
MILITARES- CREMIL y/o su delegado y a la señora MARÍA GLADYS 
SANCHEZ DE ABRIL1, remitiendo mediante correo electrónico o mensaje de 
datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones 
judiciales copia del auto admisorio de la demanda atendiendo lo previsto el 
numeral 8 del artículo 162 del C.P.A.C.A modificado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 25 de enero de 2021 y artículos 197 y 198 del Código de 
Procedimiento Administrativo, modificados por la Ley 2080 de 25 de enero de 
2021. 

 

2. Notificar Personalmente al MINISTERIO PUBLICO, copia del auto admisorio 

de la demanda, demanda y sus anexos, de conformidad con el artículo 48 de la 

Ley 2080 de 2021, que modifico la Ley 1437 de 2011. 

 

3. Comuníquese este auto en conjunto con la demanda y sus anexos a la 

AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, en virtud de 

lo preceptuado en el inciso final del artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero 

de 2021 que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento 

Administrativo, el cual señala que esta entidad únicamente interviene por los 

intereses litigiosos establecidos en el Decreto 4085 de 2011, sin que por tal 

acción se le considere como sujeto procesal en el trámite de la referencia. 

 

 
1 Ver archivo 014 del expediente digital.  

PROCESO No. 11001-33-35-025-2021-0039-00 
DEMANDANTE MARÍA CONSUELO ABRIL SANCHEZ 
DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES- 
CREMIL 

VINCULADO MARÍA GLADYS SANCHEZ DE ABRIL 
 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2021-00039-00 
Demandante: María Consuelo Abril 

Demandada: Cremil   
 

 

 

4. De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 

25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase 

traslado a los demandados, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica, por el término de treinta (30) días, para los efectos del 

artículo 172 de la Ley 1437 de 2011, término que comenzará a correr de 

acuerdo con el inciso cuarto del articulo 199, es decir después de dos (2) días 

hábiles siguientes al día en que fueron enviados los mensajes de datos 

constitutivos de la notificación personal. 

 

5. PREVENIR a las partes y a sus apoderados, que es deber de los sujetos 

procesales suministrar al Despacho y a los demás sujetos procesales e 

intervinientes, el canal digital para que a través de este se surtan todas las 

actuaciones y notificaciones del proceso o trámite de conformidad con lo 

establecido en el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 

186 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, darán cumplimiento al deber 
establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General del 
Proceso. 

 

6. Se advierte que no se fijarán gastos procesales en este momento procesal, no 

obstante, de requerirse la instancia fijará tales expensas en providencia 

posterior. 
 

7. PREVENIR a la parte demandante que, deberá aportar todas las 
documentales que se encuentren en su poder en los términos del numeral 5 

del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011. 

 

8. Tener como apoderado(a) de la parte demandante al(a) abogado(a) PIEDAD 
LUCIA BOLIVAR GOEZ identificado(a) con la Cédula de Ciudadanía No. 

42.886.242 y portador(a) de la Tarjeta Profesional No. 51.307 del H. Consejo 

Superior de la Judicatura (Fl. 12 Archivo 001), del expediente digital. 

 

9. Se advierte a la(a) entidad(es) demandada(s) que, de conformidad con lo 

dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), deberá(n) aportar 

con la contestación de la demanda el expediente administrativo que contenga 

los antecedentes de la actuación objeto del proceso. La inobservancia de este 

deber constituye falta disciplinaria gravísima del(os) funcionario(s) 

encargado(s) del asunto. Vencido el término de traslado, si no se allegaren los 

antecedentes administrativos, por Secretaría requiérase, por una sola vez, a 

la(s) accionada(s) para que en forma inmediata envíe(n) la mencionada 

documentación, so pena de compulsar copias a la instancia disciplinaria 

respectiva. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 



N.R.D. 2021-00039-00 
Demandante: María Consuelo Abril 

Demandada: Cremil   
 

 

 

Juez 
 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

 

Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 
 

 

Por reunir los requisitos legales establecidos en los artículos 155 ss., 162 ss., del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA) y de conformidad con lo previsto en el artículo 171, este Despacho 

ADMITE LA DEMANDA interpuesta por LETICIA CARDONA en contra de la 

NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- POLICÍA NACIONAL. De 

oficio, se ordena vincular a la señora GUILLERMINA LEONOR BUITRAGO DE 
CHAVEZ. En tal virtud, dispone: 
  
1. Notificar personalmente al representante legal de NACIÓN- MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL- POLICÍA NACIONAL y/o su delegado y a la señora 

GUILLERMINA LEONOR BUITRAGO DE CHAVEZ1. remitiendo mediante 

correo electrónico o mensaje de datos a las direcciones electrónicas 

destinadas para recibir notificaciones judiciales copia del auto admisorio de la 

demanda atendiendo lo previsto el numeral 8 del artículo 162 del C.P.A.C.A 

modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 y artículos 

197 y 198 del Código de Procedimiento Administrativo, modificados por la Ley 

2080 de 25 de enero de 2021. 

 

2. Notificar Personalmente al MINISTERIO PUBLICO, copia del auto admisorio 

de la demanda, demanda y sus anexos, de conformidad con el artículo 48 de la 

Ley 2080 de 2021, que modifico la Ley 1437 de 2011. 

 

3. Comuníquese este auto en conjunto con la demanda y sus anexos a la 

AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, en virtud de 

lo preceptuado en el inciso final del artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero 

de 2021 que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento 

Administrativo, el cual señala que esta entidad únicamente interviene por los 

intereses litigiosos establecidos en el Decreto 4085 de 2011, sin que por tal 

acción se le considere como sujeto procesal en el trámite de la referencia. 

 

4. De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 

25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase 

 

1 Ver Archivo 012, dirección de la litisconsorte 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-0245-00 
DEMANDANTE LETICIA CARDONA 
DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- 

POLICÍA NACIONAL 
VINCULADO GUILLERMINA LEONOR BUITRAGO DE CHAVEZ 

 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-0245-00 
Demandante: Leticia Cardona 
Demandada: Policía Nacional 

 

 

 

 

traslado a los demandados, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica, por el término de treinta (30) días, para los efectos del 

artículo 172 de la Ley 1437 de 2011, término que comenzará a correr de 

acuerdo con el inciso cuarto del articulo 199, es decir después de dos (2) días 

hábiles siguientes al día en que fueron enviados los mensajes de datos 

constitutivos de la notificación personal. 

 

5. PREVENIR a las partes y a sus apoderados, que es deber de los sujetos 

procesales suministrar al Despacho y a los demás sujetos procesales e 

intervinientes, el canal digital para que a través de este se surtan todas las 

actuaciones y notificaciones del proceso o trámite de conformidad con lo 

establecido en el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 

186 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, darán cumplimiento al deber 
establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General del 
Proceso. 

 

6. Se advierte que no se fijarán gastos procesales en este momento procesal, no 

obstante, de requerirse la instancia fijará tales expensas en providencia 

posterior. 
 

7. PREVENIR a la parte demandante que, deberá aportar todas las 
documentales que se encuentren en su poder en los términos del numeral 5 

del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011. 

 

8. Tener como apoderado(a) de la parte demandante al(a) abogado(a) OSCAR 
IVAN PALACIO TAMAYO identificado(a) con la Cédula de Ciudadanía No. 

70.876.117 y portador(a) de la Tarjeta Profesional No. 59.603 del H. Consejo 

Superior de la Judicatura (Archivo 003 carpeta 001), del expediente digital. 

 

9. Se advierte a la(a) entidad(es) demandada(s) que, de conformidad con lo 

dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), deberá(n) aportar 

con la contestación de la demanda el expediente administrativo que contenga 

los antecedentes de la actuación objeto del proceso. La inobservancia de este 

deber constituye falta disciplinaria gravísima del(os) funcionario(s) 

encargado(s) del asunto. Vencido el término de traslado, si no se allegaren los 

antecedentes administrativos, por Secretaría requiérase, por una sola vez, a 

la(s) accionada(s) para que en forma inmediata envíe(n) la mencionada 

documentación, so pena de compulsar copias a la instancia disciplinaria 

respectiva. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 



N.R.D. 2022-0245-00 
Demandante: Leticia Cardona 
Demandada: Policía Nacional 
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Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00212-00 
DEMANDANTE: ELIANA REBOLLEDO DELGADO  

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ- FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 

Revisado el expediente, se observa que en auto de fecha 28 de junio de 20221,  

se ordenó oficiar a la FIDUPREVISORA S.A. y a la SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, para que, allegarán al Despacho los documentos 

relacionados con el reconocimiento y consignación de las cesantías y los intereses 

de las cesantías del demandante. 

 

Por lo anterior y teniendo en cuenta que no se allegó la totalidad de información 

requerida en el auto de fecha 13 de junio de 2022 se dispone, REQUERIR por 
última vez a: 

 

1. La FIDUPREVISORA S.A, para que allegue con destino a este Despacho, con 

ocasión del reconocimiento del pago de cesantías de la señora ELIANA 
REBOLLEDO DELGADO identificada con cedula de ciudadanía 36.751.937: 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 

las cesantías del año 2020. 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 

proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 

plataforma dispuesta para tal fin. 

 

2. La SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTÁ, para que allegue con 

destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento del pago de 

cesantías de la señora ELIANA REBOLLEDO DELGADO identificada con 

cedula de ciudadanía 36.751.937: 

 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del año 

2020. 
 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 

para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 

su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria. 
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N.R.D. 2022-00212-00 
Demandante: ELIANA REBOLLEDO DELGADO 

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 
 
 

 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 

Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin. 

 

Para el cumplimiento de lo anterior, se les concede un término de diez (10) días 

contados a partir de la notificación del presente requerimiento.  

 

Se advierte a las entidades demandadas que el incumplimiento a las providencias 

judiciales acarrea sanciones previstas, en la Ley 270 de 1996 “Estatutaria de 

Administración de Justicia” que dispone: 

 

ARTÍCULO 58. MEDIDAS CORRECCIONALES. Los Magistrados, los Fiscales 
y los Jueces tienen la facultad correccional, en virtud de la cual pueden 
sancionar a los particulares, en los siguientes casos: 
 

1. Cuando el particular les falte al respeto con ocasión del servicio o por 
razón de sus actos oficiales o desobedezca órdenes impartidas por 
ellos en ejercicio de sus atribuciones legales. (Negrilla y subrayada 
por el despacho) 

 
ARTÍCULO 59. PROCEDIMIENTO. El magistrado o juez hará saber al infractor 
que su conducta acarrea la correspondiente sanción y de inmediato oirá las 
explicaciones que éste quiera suministrar en su defensa. Si éstas no fueren 
satisfactorias, procederá a señalar la sanción en resolución motivada contra la 
cual solamente procede el recurso de reposición interpuesto en el momento de 
la notificación. El sancionado dispone de veinticuatro horas para sustentar y el 
funcionario de un tiempo igual para resolverlo. 
 
ARTÍCULO 60. SANCIONES. Cuando se trate de un particular, la sanción 
correccional consistirá, según la gravedad de la falta, en multa hasta de diez 
salarios mínimos mensuales. 
Contra las sanciones correccionales sólo procede el recurso de reposición, que 
se resolverá de plano. 

 

Por su parte el Código General del Proceso frente a los poderes correccionales del 

juez, en su artículo 44 indica: 

 

“Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los 
siguientes poderes correccionales: 
 
1. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco (5) días a quienes le 
falten al debido respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas. 
 
2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien 
impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia. 
 
3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (SMLMV) a sus empleados, a los demás empleados 
públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les 
imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.” 

 
De no recibir respuesta de parte de la(s) entidad(es) o funcionario(s) requerido(s), 

por secretaria, sin necesidad de nuevo auto, reitérese lo solicitado 
 
 
 
 



N.R.D. 2022-00212-00 
Demandante: ELIANA REBOLLEDO DELGADO 

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

CLM. 
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Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022) 

 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia proferida el 14 de septiembre de 2022, que negó las 

pretensiones de la demanda.   

 

Comoquiera que la apelación presentada es procedente, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 247 de la 

misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 14 de septiembre de 2022, que negó las 

pretensiones de la demanda.   

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 

    

 

 

 

PROCESO: 11001-33-35-025-2020-00219-00 

DEMANDANTE: WILSON HERNAN PEREZ CORREA 
DEMANDADO: SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE – SENA- 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



Expediente 2020--00219 
Demandante: Wilson Hernán Pérez Correa 

Demandado: SENA 
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Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 
PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00213-00 
DEMANDANTE: YOLANDA ESTHER BLANCO LEMUS 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ- FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
Revisado el expediente, se observa que en auto de 28 de junio de 20221,  se 
ordenó oficiar a la FIDUPREVISORA S.A. y a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN 
DE BOGOTÁ, para que, allegarán al Despacho los documentos relacionados con 
el reconocimiento y consignación de las cesantías y los intereses de las cesantías 
del demandante. 
 
Por lo anterior y teniendo en cuenta que no se allegó la totalidad de información 
requerida en el auto de 28 de junio de 2022 se dispone, REQUERIR por última 
vez a: 
 
1. La FIDUPREVISORA S.A, para que allegue con destino a este Despacho, con 

ocasión del reconocimiento del pago de cesantías de YOLANDA ESTHER 
BLANCO LEMUS identificado con cedula de ciudadanía 60.301.730: 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 
las cesantías del año 2020. 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 
proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 
plataforma dispuesta para tal fin. 

 
2. La SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTÁ, para que allegue con 

destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento del pago de 
cesantías de YOLANDA ESTHER BLANCO LEMUS identificado con cedula 
de ciudadanía 60.301.730: 

 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del año 
2020. 

 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 
para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 
su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria. 
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N.R.D. 2022-0213-00 
Demandante: Yolanda Esther Blanco Lemus 

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 
 
 

 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 
Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin. 

 

Para el cumplimiento de lo anterior, se les concede un término de diez (10) días 
contados a partir de la notificación del presente requerimiento.  
 
Se advierte a las entidades demandadas que el incumplimiento a las providencias 
judiciales acarrea sanciones previstas, en la Ley 270 de 1996 “Estatutaria de 
Administración de Justicia” que dispone: 
 

ARTÍCULO 58. MEDIDAS CORRECCIONALES. Los Magistrados, los Fiscales 
y los Jueces tienen la facultad correccional, en virtud de la cual pueden 
sancionar a los particulares, en los siguientes casos: 
 

1. Cuando el particular les falte al respeto con ocasión del servicio o por 
razón de sus actos oficiales o desobedezca órdenes impartidas por 
ellos en ejercicio de sus atribuciones legales. (Negrilla y subrayada 
por el despacho) 

 

ARTÍCULO 59. PROCEDIMIENTO. El magistrado o juez hará saber al infractor 
que su conducta acarrea la correspondiente sanción y de inmediato oirá las 
explicaciones que éste quiera suministrar en su defensa. Si éstas no fueren 
satisfactorias, procederá a señalar la sanción en resolución motivada contra la 
cual solamente procede el recurso de reposición interpuesto en el momento de 
la notificación. El sancionado dispone de veinticuatro horas para sustentar y el 
funcionario de un tiempo igual para resolverlo. 
 
ARTÍCULO 60. SANCIONES. Cuando se trate de un particular, la sanción 
correccional consistirá, según la gravedad de la falta, en multa hasta de diez 
salarios mínimos mensuales. 
Contra las sanciones correccionales sólo procede el recurso de reposición, que 
se resolverá de plano. 

 
Por su parte el Código General del Proceso frente a los poderes correccionales del 
juez, en su artículo 44 indica: 
 

“Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los 
siguientes poderes correccionales: 
 
1. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco (5) días a quienes le 
falten al debido respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas. 
 
2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien 
impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia. 
 
3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (SMLMV) a sus empleados, a los demás empleados 
públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les 
imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.” 

 
De no recibir respuesta de parte de la(s) entidad(es) o funcionario(s) 
requerido(s), por secretaria, sin necesidad de nuevo auto, reitérese lo 
solicitado 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

 

Bogotá D.C. Diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

Agotado el término de traslado de las excepciones propuestas por la NACIÓN, - 
MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y la SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ1, y a efectos de dar continuidad al trámite procesal 

correspondiente, procederá el Despacho a indicar que sería el caso anunciar 

sentencia anticipada, sin embargo, es pertinente indicar que la Ley 2080 del 25 de 

enero de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011 y se dictan 

otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 

ante la jurisdicción” estableció en el artículo 38 el trámite que se debe surtir para la 

resolución de las excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 
advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 

 

1 ver archivos 0014 y 0017 del expediente digital 
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SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
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mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral tercero 
del artículo 182A.” 
 

Revisado el expediente, la NACIÓN, - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO y la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ dentro del 

término de traslado correspondiente, contestaron la demanda en término. 
(Carpeta 014-017 del expediente digital). 

De las excepciones propuestas: 

 La Nación, el Ministerio de Educación Nacional y el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, propuso la excepción previa de 

caducidad. (ver folio 22 del Archivo 014 del expediente digital). 

 La Secretaría de Educación de Bogotá, propuso la excepción previa de 

falta de legitimación en la causa por pasiva. (ver folio 22 del Archivo 017 del 

expediente digital). 

Las demás excepciones propuestas por las entidades demandadas, no 

corresponden a las enlistadas en el artículo 100 del Código General del Proceso y, 

se resolverán en el estudio de fondo del asunto, de conformidad el inciso 4 del 

parágrafo dos del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, que dispone: 

“Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.” 

No obstante, teniendo en cuenta que los medios exceptivos de caducidad y falta 

de legitimación en la causa por pasiva, tienen la calidad de previos, se entrará a 

resolver en esta etapa procesal. 

Caducidad. Es pertinente señalar que la parte demandada en su escrito de 

contestación no sustentó el medio exceptivo, solo se limitó a indicar lo que la ley 

consagra respecto de tal fenómeno jurídico.  

 Consideraciones.  

Conforme a las pruebas que militan en el expediente evidencia esta Judicatura 

que la parte actora solicita la nulidad del acto ficto derivado de la ausencia de 

contestación a la petición de 30 de agosto de 2021; es decir, que en la presente 

demanda nos encontramos frente a un acto administrativo negativo.  

Para el caso, nos encontramos con pretensiones que versan sobre actos producto 

del silencio administrativo, es decir que se originan en un acto ficto o presunto, 

derivado de la omisión de la demandada en dar curso al pronunciamiento que 

debió ameritar una respuesta de fondo a la demandante.  

Es así que, realizando un análisis normativo y jurisprudencial sobre la caducidad, 

que, conformado con lo obrante en el proceso, se verifica la existencia de un Acto 

Administrativo Ficto o presunto, lo cual, en relación al término para demandar, nos 

permite concluir de manera diáfana, que para el caso sub examine, se tendrá en 

cuenta lo consagrado en el numeral 1, literal d del artículo 164 de la Ley 1437 de 
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2011 y, por lo tanto, no procede la caducidad del medio de control. Por las 
razones expuestas, se declara no probada la excepción de caducidad.   

Falta de legitimación en la causa por pasiva. Estima la parte accionada que: 

De esta manera, es posible que un sujeto que es parte del proceso, a pesar 

de encontrarse legitimado en la causa de hecho, no cuenta con legitimación 

en la causa material ya que no ostenta relación alguna con los hechos que 

dieron origen al proceso o, que de conformidad con la ley sustancial, no está 

llamado a responder por los derechos en controversia, lo cual trae como 

consecuencia que las pretensiones formuladas están llamadas a fracasar 

pues el demandado no se encuentra en la posibilidad de reparar los perjuicios 

ocasionados al demandante. 

Bajo el anterior entendimiento, la legitimación en la causa material por pasiva 

implica que la Entidad que es demandada, es la que está llamada a 

responder y restablecer el derecho del demandante ante una eventual 

sentencia condenatoria al encontrarse probada la participación real en el 

hecho o el vínculo jurídico sustancial con los intereses que se encuentran en 

disputa. 

En el presente asunto, el demandante pretende la declaratoria de nulidad del 

acto ficto que negó la solicitud de reconocimiento de la sanción moratoria por 

la consignación oportuna de las cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, 

artículo 99. Sin embargo, la Secretaría de Educación del Distrito carece de 

legitimación en la causa material por pasiva frente a estas pretensiones en la 

medida que, de conformidad con la ley sustancial, esta entidad no guarda 

vínculo alguno con los hechos y derechos en controversia y conforme con las 

pretensiones de la demanda, no es aplicable la obligación contemplado en el 

parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 conforme con lo establecido 

en el escrito de contestación de la demanda. 

Consideraciones.  

Debemos tener en cuenta que con la expedición de la Ley 1955 de 2019, la norma 

cambio el panorama de las sanciones moratorias en términos de responsabilidad, 

pues en su artículo 57 parágrafo estableció: 

 “(…) La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se 
genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la 
Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.  

Y es por esta razón que las moras generadas a partir de 2020 pueden ser 

responsabilidad de la Secretaria de Educación.  

De lo anterior se infiere que en los actos administrativos de reconocimiento y pago 

de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, intervienen la Secretaría de Educación del ente territorial en el cual 

presta sus servicios la docente peticionaria mediante la elaboración del proyecto 

de resolución de reconocimiento prestacional y la Fiduciaria quien administra los 
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recursos del Fondo que se encarga de aprobar o improbar el proyecto de 

resolución conforme a la documentación aportada. 

No obstante, es al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien se 
le dio la función de expedir el acto administrativo por el que se dispone el 
pago de la prestación del docente solicitante, a través de la Secretaría de 

Educación. Aunado a lo anterior precisa que la Ley 962 de 2005, tuvo por objeto 

simplificar los trámites de los particulares ante la administración dada la 

complejidad que los caracterizaba, sin que este presupuesto separara la 

competencia del Fondo de reconocer y pagar las prestaciones sociales, lo cual es 

afirmado por el artículo 56 de la ley referenciada. 

De lo anterior se puede concluir, que los entes territoriales actúan como 

facilitadores para que los Docentes Nacionalizados tramiten el reconocimiento y 

pago de su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la administración 

de los recursos de FOMAG, los suscriben, es en representación de dicho Fondo 

por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al ente territorial, ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal, este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: DECLARAR no probadas las excepciones de caducidad y la falta 
de legitimación en la causa por pasiva, propuestas por NACIÓN - 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISETERIO y la Secretaría de 
Educación de Bogotá, de acuerdo con lo expuesto anteriormente. 

SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA a la doctora Karen Eliana Rueda 
Agredo, identificada con cédula de ciudadanía N° 1.018.443.763 y 

T.P. 260125 del C.S. de la J, como apoderada de la Nación - 
Ministerio de Educación Nacional - Fomag, en los términos del 

poder conferido (f. 44-45 de la carpeta denominada 014). 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA a la doctora Viviana Carolina 
Rodríguez Prieto, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.032.471.577 y T.P. 342.450 del C.S. de la J, como apoderada de la 

Secretaría de Educación del Distrito de Bogotá, en los términos del 

poder conferido (f. 59 de la carpeta denominada 017). 

CUARTO: Ejecutoriada la providencia, ingrésese para proveer. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

  
Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 
PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00204-00 
DEMANDANTE: NAIR LILIA TORRES GUERRA 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ- FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
Revisado el expediente, se observa que en auto de 21 de junio de 20221,  se 
ordenó oficiar a la FIDUPREVISORA S.A. y a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN 
DE BOGOTÁ, para que, allegarán al Despacho los documentos relacionados con 
el reconocimiento y consignación de las cesantías y los intereses de las cesantías 
del demandante. 
 
Por lo anterior y teniendo en cuenta que no se allegó la totalidad de información 
requerida en el auto de 21 de junio de 2022 se dispone, REQUERIR por última 
vez a: 
 
1. La FIDUPREVISORA S.A, para que allegue con destino a este Despacho, con 

ocasión del reconocimiento del pago de cesantías de NAIR LILIA TORRES 
GUERRA identificado con cedula de ciudadanía 51.699.851: 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 
las cesantías del año 2020. 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 
proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 
plataforma dispuesta para tal fin. 

 
2. La SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTÁ, para que allegue con 

destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento del pago de 
cesantías de NAIR LILIA TORRES GUERRA identificado con cedula de 
ciudadanía 51.699.851: 

 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del año 
2020. 

 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 
para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 
su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria. 

 
1 PDF O06 
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 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 
Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin. 

 

Para el cumplimiento de lo anterior, se les concede un término de diez (10) días 
contados a partir de la notificación del presente requerimiento.  
 
Se advierte a las entidades demandadas que el incumplimiento a las providencias 
judiciales acarrea sanciones previstas, en la Ley 270 de 1996 “Estatutaria de 
Administración de Justicia” que dispone: 
 

ARTÍCULO 58. MEDIDAS CORRECCIONALES. Los Magistrados, los Fiscales 
y los Jueces tienen la facultad correccional, en virtud de la cual pueden 
sancionar a los particulares, en los siguientes casos: 
 

1. Cuando el particular les falte al respeto con ocasión del servicio o por 
razón de sus actos oficiales o desobedezca órdenes impartidas por 
ellos en ejercicio de sus atribuciones legales. (Negrilla y subrayada 
por el despacho) 

 

ARTÍCULO 59. PROCEDIMIENTO. El magistrado o juez hará saber al infractor 
que su conducta acarrea la correspondiente sanción y de inmediato oirá las 
explicaciones que éste quiera suministrar en su defensa. Si éstas no fueren 
satisfactorias, procederá a señalar la sanción en resolución motivada contra la 
cual solamente procede el recurso de reposición interpuesto en el momento de 
la notificación. El sancionado dispone de veinticuatro horas para sustentar y el 
funcionario de un tiempo igual para resolverlo. 
 
ARTÍCULO 60. SANCIONES. Cuando se trate de un particular, la sanción 
correccional consistirá, según la gravedad de la falta, en multa hasta de diez 
salarios mínimos mensuales. 
Contra las sanciones correccionales sólo procede el recurso de reposición, que 
se resolverá de plano. 

 
Por su parte el Código General del Proceso frente a los poderes correccionales del 
juez, en su artículo 44 indica: 
 

“Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los 
siguientes poderes correccionales: 
 
1. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco (5) días a quienes le 
falten al debido respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas. 
 
2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien 
impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia. 
 
3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (SMLMV) a sus empleados, a los demás empleados 
públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les 
imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.” 

 
De no recibir respuesta de parte de la(s) entidad(es) o funcionario(s) 
requerido(s), por secretaria, sin necesidad de nuevo auto, reitérese lo 
solicitado 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

 

Bogotá D.C. diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

Agotado el término de traslado de las excepciones propuestas por la NACIÓN, - 
MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y la SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DISTRITAL1, y a efectos de dar continuidad al trámite procesal 

correspondiente, procederá el Despacho a indicar que sería el caso anunciar 

sentencia anticipada, sin embargo, es pertinente indicar que la Ley 2080 del 25 de 

enero de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011 y se dictan 

otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 

ante la jurisdicción” estableció en el artículo 38 el trámite que se debe surtir para la 

resolución de las excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 
advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 

 

1 Archivo 013 y 017 del expediente digital 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-0258-00 
DEMANDANTE BLANCA ISABEL RUBIO MORA 
DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ- FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-0258-00 
Demandante: Blanca Isabel Rubio Mora 

Demandada: Fomag 
 
 

mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral tercero 
del artículo 182A.” 
 

Revisado el expediente, la Nación, - Ministerio de Educación Nacional- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Secretaría de 
Educación Distrital, dentro del término de traslado correspondiente, contestaron 
la demanda en término. (Visible en la carpeta 013 y 017 del expediente digital). 

De las excepciones propuestas: 

 La Nación, el Ministerio de Educación Nacional y el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, propuso las siguientes 

excepciones previas: 

- Ineptitud sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales. (Fls. 

29 Archivo 0013) 

- Falta de Legitimación en la causa por pasiva. (Fls.29 del Archivo 0013). 

- Prescripción. (Fls. 30 del Archivo 0013). 

- Caducidad. (Fls. 30 del Archivo 0013). 

 La Secretaría de Educación Distrital, propuso la siguiente excepción 

previa: 

- Falta de legitimación en la cauda por pasiva. (fls. 23 del Archivo 017) 

Las demás excepciones propuestas por las entidades demandadas, no 

corresponden a las enlistadas en el artículo 100 del Código General del Proceso y, 

se resolverán en el estudio de fondo del asunto, de conformidad el inciso 4 del 

parágrafo dos del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, que dispone: 

“Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.” 

No obstante, teniendo en cuenta que los medios exceptivos de: i) Ineptitud 

sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales, ii) Falta de Legitimación 

en la causa por pasiva, iii) Caducidad y, iv) prescripción, tienen la calidad de 

previos, se entrará a resolver en esta etapa procesal. 

1. Ineptitud sustantiva de la demanda por falta de requisitos formales. 
Estima la parte accionada que: 

Es claro entonces que el demandante persigue que el juez(a) de la presente 

causa declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto configurado por la 

presunta no contestación de una solicitud de reconocimiento indemnizatorio 

presentada el día 2 de agosto de 2021 ante el ente territorial.  

Ahora bien, de acuerdo con las gestiones adelantadas por este ministerio para 

estructurar la presente contestación, se tiene que el ente territorial acusado y la 

Fiduprevisora S.A., en su calidad de vocera y administradora del FOMAG, dieron 

contestación a las comunicaciones remitidas por parte del apoderado de la 

entidad demandante, y la misma se encuentra en el libelo demandatorio. 
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 Consideraciones.  

Al respecto, señala este Despacho que la excepción alegada no tiene vocación de 

prosperidad, como quiera, que dentro el plenario no obra respuesta por la entidad 

demandada a la petición deprecada por la parte actora el 2 de agosto de 2021, 

esto es, el reconocimiento y pago de la sanción moratoria, 

Ahora bien, si se hace referencia al oficio de 23 de agosto de 2021, emitido por la 

Secretaría de Educación del Distrito, el mismo, no da respuesta de fondo a la 

petición instaurada por la parte accionante, como quiera que la entidad remite la 

solicitud a la Fiduciaria para lo de su competencia2.  

Conforme a lo expuesto, nos encontramos frente a un acto ficto, por cuanto, el 

extremo pasivo de esta Litis, no ha dado respuesta a la solicitud instaurada por la 

parte demandante.  

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de inepta 
demanda por falta de requisitos formales.  

2. Falta de legitimación en la causa por pasiva del Fomag: estima la parte 

accionada que:  

“Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 

1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la 

entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. (…)” Cabe destacar que la calidad de empleador no se 

comparte de ninguna forma con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio – FOMAG, que como se citó en párrafos precedentes es una 

cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 

estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos son manejados por una 

entidad fiduciaria, y está a cargo del pago de las prestaciones sociales de los 

docentes oficiales. 

 Consideraciones. 

Es menester señalar, que la admisión de la demanda fue dirigida igualmente, 

contra la Secretaria de Educación de Bogotá, tal como se observa en el archivo 

006 del expediente digital.  

Ahora bien, debemos tener en cuenta que con la expedición de la Ley 1955 de 

2019, la norma cambio el panorama de las sanciones moratorias en términos de 

responsabilidad, pues en su artículo 57 parágrafo estableció: 

 “(…) La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se 
genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la 
Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.  

 

2 Ver folio 69 del archivo 001 del expediente digital. “Por lo anterior y con el fin de responder su solicitud de 
fondo, se dará traslado por competencia a Fiduprevisora S.A, mediante radicado No S-2021-273529 de fecha 
23-08-2021. 
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Y es por esta razón que las moras generadas a partir de 2020 pueden ser 

responsabilidad de la Secretaria de Educación.  

De lo anterior se infiere que en los actos administrativos de reconocimiento y pago 

de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, intervienen la Secretaría de Educación del ente territorial en el cual 

presta sus servicios la docente peticionaria mediante la elaboración del proyecto 

de resolución de reconocimiento prestacional y la Fiduciaria quien administra los 

recursos del Fondo que se encarga de aprobar o improbar el proyecto de 

resolución conforme a la documentación aportada. 

No obstante, es al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien se 
le dio la función de expedir el acto administrativo por el que se dispone el 
pago de la prestación del docente solicitante, a través de la Secretaría de 

Educación. Aunado a lo anterior precisa que la Ley 962 de 2005, tuvo por objeto 

simplificar los trámites de los particulares ante la administración dada la 

complejidad que los caracterizaba, sin que este presupuesto separara la 

competencia del Fondo de reconocer y pagar las prestaciones sociales, lo cual es 

afirmado por el artículo 56 de la ley referenciada. 

De lo anterior se puede concluir, que los entes territoriales actúan como 

facilitadores para que los Docentes Nacionalizados tramiten el reconocimiento y 

pago de su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la administración 

de los recursos de FOMAG, los suscriben, es en representación de dicho Fondo 

por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al ente territorial, ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

Así las cosas, el Despacho considera que esta excepción carece de vocación de 

prosperidad, toda vez que, el ente territorial ya se encuentra vinculado al presente 

trámite procesal y, por otro lado, está más que decantada la jurisprudencia 

respecto de la responsabilidad del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, por cuanto, es quien se le dio la función de expedir el acto 

administrativo por el que se dispone el pago de la prestación del docente 

solicitante.  

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de falta de 
legitimación en la causa por pasiva.  

3. Caducidad. Es pertinente señalar que la parte demandada en su escrito de 

contestación no sustentó el medio exceptivo, solo se limitó a indicar que se 

contabilizara la caducidad a partir del acto expreso que negó el 

reconocimiento de la sanción mora. 

 Consideraciones.  

Conforme a las pruebas que militan en el expediente evidencia esta Judicatura 

que la parte actora solicita la nulidad del acto ficto derivado de la ausencia de 

contestación a la petición de 2 de agosto de 2021; es decir, que en la presente 

demanda nos encontramos frente a un acto administrativo negativo.  
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Para el caso, nos encontramos con pretensiones que versan sobre actos producto 

del silencio administrativo, es decir que se originan en un acto ficto o presunto, 

derivado de la omisión de la demandada en dar curso al pronunciamiento que 

debió ameritar una respuesta de fondo a la demandante.  

Es así que, realizando un análisis normativo y jurisprudencial sobre la caducidad, 

que, conformado con lo obrante en el proceso, se verifica la existencia de un Acto 

Administrativo Ficto o presunto, lo cual, en relación al término para demandar, nos 

permite concluir de manera diáfana, que para el caso sub examine, se tendrá en 

cuenta lo consagrado en el numeral 1, literal d del artículo 164 de la Ley 1437 de 

2011 y, por lo tanto, no procede la caducidad del medio de control 

Por las razones expuestas, se declara no probada la excepción de 
caducidad.   

4. PRESCRIPCIÓN. En relación con esta excepción se debe precisar que 

solamente es procedente cuando sea de carácter extintiva, que es la 

señalada taxativamente en la norma, no obstante, lo anterior, de las 
pretensiones de la demanda se evidencia que la parte actora está 
solicitando las cesantías del año 2020, es decir, que, siguiendo los 
postulados jurisprudenciales, el extremo activo de esta Litis aún está 
en tiempo para solicitar dicho reconocimiento, de conformidad con lo 
preceptuado por el artículo 99 de la Ley 50 de 1990.  

Falta de legitimación en la causa por pasiva, propuesta por la Secretaría de 
Educación de Bogotá, se tiene los mismos argumentos señalados en líneas 

anteriores, atendiendo lo consagrado por la ley 1955 de 2019.  

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal, este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: DECLARAR no probadas las excepciones denominadas inepta 
demanda por falta de requisitos formales, falta de legitimación 
en la causa por pasiva, caducidad y prescripción, propuestas por 

NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FOMAG y la 

SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL de acuerdo con lo expuesto 

anteriormente. 

SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada Jenny Katherine 

Ramírez Rubio, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.030.570.557 y T.P. 310.344 del C.S. de la J, como apoderada de la 

Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fomag, en los 

términos del poder conferido (fls. 33-34 de la carpeta 013). 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada Viviana Carolina 

Rodríguez Prieto, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.030.570.557 y T.P. 310.344 del C.S. de la J, como apoderada de la 

Secretaría de Educación Distrital, en los términos del poder 

conferido (fls. 60 de la carpeta 017). 
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CUARTO: Ejecutoriada la providencia, ingrésese para proveer. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

MAM 
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Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 
PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00207-00 
DEMANDANTE: VICENTE ULISES CASTELLANOS CASTRO 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – MUNICIPIO DE 
SOACHA-SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE SOACHA- 
FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
Revisado el expediente, se observa que en auto de 28 de junio de 20221,  se 
ordenó oficiar a la FIDUPREVISORA S.A. y a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN 
DE BOGOTÁ, para que, allegarán al Despacho los documentos relacionados con 
el reconocimiento y consignación de las cesantías y los intereses de las cesantías 
del demandante. 
 
Por lo anterior y teniendo en cuenta que no se allegó la totalidad de información 
requerida en el auto de 28 de junio de 2022 se dispone, REQUERIR por última 
vez a: 
 
1. La FIDUPREVISORA S.A, para que allegue con destino a este Despacho, con 

ocasión del reconocimiento del pago de cesantías de VICENTE ULISES 
CASTELLANOS CASTRO identificado con cedula de ciudadanía 
1.022.234.719: 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 
las cesantías del año 2020. 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 
proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 
plataforma dispuesta para tal fin. 

 
2. La SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTÁ, para que allegue con 

destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento del pago de 
cesantías de VICENTE ULISES CASTELLANOS CASTRO identificado con 
cedula de ciudadanía 1.022. 234.719: 

 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del año 
2020. 

 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 
para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 
su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria. 

 
1 PDF O05 



N.R.D. 2022-0207-00 
Demandante: Vicente Castellano Castro 

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 
 
 

 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 
Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin. 

 

Para el cumplimiento de lo anterior, se les concede un término de diez (10) días 
contados a partir de la notificación del presente requerimiento.  
 
Se advierte a las entidades demandadas que el incumplimiento a las providencias 
judiciales acarrea sanciones previstas, en la Ley 270 de 1996 “Estatutaria de 
Administración de Justicia” que dispone: 
 

ARTÍCULO 58. MEDIDAS CORRECCIONALES. Los Magistrados, los Fiscales 
y los Jueces tienen la facultad correccional, en virtud de la cual pueden 
sancionar a los particulares, en los siguientes casos: 
 

1. Cuando el particular les falte al respeto con ocasión del servicio o por 
razón de sus actos oficiales o desobedezca órdenes impartidas por 
ellos en ejercicio de sus atribuciones legales. (Negrilla y subrayada 
por el despacho) 

 

ARTÍCULO 59. PROCEDIMIENTO. El magistrado o juez hará saber al infractor 
que su conducta acarrea la correspondiente sanción y de inmediato oirá las 
explicaciones que éste quiera suministrar en su defensa. Si éstas no fueren 
satisfactorias, procederá a señalar la sanción en resolución motivada contra la 
cual solamente procede el recurso de reposición interpuesto en el momento de 
la notificación. El sancionado dispone de veinticuatro horas para sustentar y el 
funcionario de un tiempo igual para resolverlo. 
 
ARTÍCULO 60. SANCIONES. Cuando se trate de un particular, la sanción 
correccional consistirá, según la gravedad de la falta, en multa hasta de diez 
salarios mínimos mensuales. 
Contra las sanciones correccionales sólo procede el recurso de reposición, que 
se resolverá de plano. 

 
Por su parte el Código General del Proceso frente a los poderes correccionales del 
juez, en su artículo 44 indica: 
 

“Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los 
siguientes poderes correccionales: 
 
1. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco (5) días a quienes le 
falten al debido respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas. 
 
2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien 
impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia. 
 
3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (SMLMV) a sus empleados, a los demás empleados 
públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les 
imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.” 

 
De no recibir respuesta de parte de la(s) entidad(es) o funcionario(s) 
requerido(s), por secretaria, sin necesidad de nuevo auto, reitérese lo 
solicitado 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

MAM 
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Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 
 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2021-00383-00 
DEMANDANTE: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES 
DEMANDADO: JOSÉ SANTOS DUARTE BARON  

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - 
LESIVIDAD 

 

Vencidos los términos de que tratan los artículos 172 y 173 del CPACA, sería del caso 

fijar fecha y hora para realizarla audiencia inicial de que trata el artículo 180 ibídem, no 

obstante, la actuación guarda correspondencia con lo preceptuado en los literales a), 

b) y c) del numeral primero del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021: 

 
“Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del 
siguiente tenor: 
 
ARTÍCULO 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 
 
1. Antes de la audiencia inicial: 
 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 
demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 
desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o 
inútiles. 
 
El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a 
ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del 
Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 
 
Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final 
del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito. 
 

[…]” 

 

Así las cosas, como quiera que en la presente controversia el asunto es de puro 
derecho y las pruebas necesarias para proferir una decisión de fondo fueron 
allegadas con la demanda, y sobre ellas no se formuló tacha alguna, en esta 

oportunidad es procedente dar aplicación a la norma trascrita y dictar sentencia 

anticipada. 
 

Por consiguiente, de conformidad con la norma en comento y en amplia garantía del 

derecho al debido proceso de los implicados y como una medida de dirección procesal1, 

 
1 Artículo art. 29 CP y art. 42.1 CGP 
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previo a correr traslado para alegar de conclusión, el Juzgado fijará el litigio y, en 

seguida, identificará e incorporará los medios de prueba que conformarán el material 

de evidencia para la solución de la controversia, probanzas que, aunque ya son 

conocidas por las partes, estarán disponibles para ser consultadas en medio digital, a 

través del respectivo hipervínculo, las anteriores medidas se imparten en cumplimiento 

de lo previsto en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. Así mismo, el 

Despacho ejercerá el control de legalidad que corresponde, según lo normado por el 

artículo 207 del CPACA. 

 

En mérito de lo anterior, este Despacho, 
 

RESUELVE 

 

PRIMERO. Sentencia Anticipada: ANUNCIAR que en la presente controversia será 

proferida sentencia anticipada, de conformidad con el artículo 182A del CPACA. 
 
SEGUNDO. Fijación del Litigio: Consiste en determinar si procede la nulidad de la 

Resolucion No. SUB 63803 del 11 de marzo de 2022 por medio de la cual se reconocio 

y ordeno el pago de uan pension de vejez a favor del demandado y si como 

consecuencia de lo anterior y a título de restablecimiento del derecho hay lugar a 

ordenar al señor Duarte Barón a devolver la diferencia de lo liquidación en aplicación 

de la Ley 797 de 2003, y lo que realmente corresponde. 

 

TERCERO. Pruebas: TENER e INCORPORAR como pruebas, con el valor legal que 

la ley les otorga, las siguientes: 

 

Por la parte demandante: 
 

 Copia del expediente pensional del demandado. (Archivo 002 denominada Anexos 

Demanda) 

 
Por parte de la demandada. (Carpeta 020 ContestacionDemanda). 

 
 Reporte de Semanas cotizadas en pensiones (fls 8 – 22).  

 

 Copia de la Resolución SUB 63803 del 11 de marzo de 2021, por la cual se 

reconoce y ordena el pago de una pensión mensual vitalicia de vejez. (fl 25 – 

34). 

 

CUARTO. Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del 

Ministerio Público el expediente completo de la presente controversia en medio digital, 

que podrá ser consultado aquí2. 

 

 
2 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web: 
https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:f:/g/personal/alealm_cendoj_ramajudicial_gov_co/EqMVWu_H_aZEmnPXpGO_v6MBbTFbOa
oyYrat_gB2D6SHrA?e=Q65jAt  
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QUINTO. Alegatos de Conclusión: una vez ejecutoriado este auto, CORRER 
traslado a las partes por el término de diez (10) días, a fin de que se sirvan rendir sus 

alegatos de conclusión por escrito.  

 

El señor Agente del Ministerio Público, si a bien lo tiene, podrá presentar concepto 

dentro del término dispuesto en el párrafo anterior. 

 

SEXTO. Término de Decisión: ADVERTIR que la sentencia anticipada será proferida 

por escrito, dentro de los veinte (20) días siguientes al vencimiento de la oportunidad 

para alegar de conclusión. 

 
SÉPTIMO. Control de Legalidad: según lo prevé el artículo 207 del CPACA, una vez 

revisada la actuación, no se encuentra causal de nulidad alguna que invalide lo 

actuado, están dados los presupuestos procesales para continuar con el trámite 

procesal, y tampoco se avizora que deba proferirse sentencia inhibitoria. 

 

OCTAVO: Reconocer personería al profesional del Derecho JUAN CAMILO POLANIA 
MONTOYA identificado con la cedula de ciudadanía No. 1.017.216.687 De Medellin y 

T.P N° 302573 del C.S. de la J., en los términos del poder conferido para representar 

los intereses de la entidad demandante (Archivo 012). 
 
NOVENO: Reconocer personería al profesional del Derecho ALEJANDRO DONCEL 
MORENO identificado con la cedula de ciudadanía No. 1.018.416.620 De Bogotá D.C 

y T.P N° 251948 del C.S. de la J., en los términos del poder conferido para representar 

los intereses del demandado (Archivo 020 fls 23-24). 
 

DECIMO: Notificar la presente providencia mediante estado electrónico, en atención 

a lo dispuesto en el artículo 50 de la ley 2080 de 2021 que modificó el inciso tercero 

del artículo 201 de la Ley 1437 de 2011.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 
CLM. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022) 

 
Al revisar el expediente de la referencia, observa este Despacho que ninguna de las 
partes solicitó realizar audiencia de conciliación1, como tampoco fue allegado 
memorial con fórmula conciliatoria en este asunto.  

En consecuencia y en aplicación del principio de celeridad, el despacho prescindirá 
de la misma y, por ser procedente, al presentarse en legal término, se concede, en 
el efecto suspensivo, ante el superior, el recurso de alzada propuesto y sustentado 
por la parte demandada contra la sentencia proferida el 14 de septiembre de 2022, 
que accedió a las pretensiones de la demanda. 

Comoquiera que la apelación presentada es procedente, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 247 de la 
misma codificación, el Juzgado; 
 

R E S U E L V E: 
 
PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandada en contra de la sentencia proferida por este 
estrado judicial el 14 de septiembre de 2022, que accedió a las 
pretensiones de la demanda. 

 
SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
MAM 

    

 
 
 

 

1 Numeral 2 del artículo 247 de la Ley 2080 de 2021. 

PROCESO: 11001-33-35-025-2021-00396-00 
DEMANDANTE: DERLY MERITINA CASTRO GOMEZ 
DEMANDADO: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 
DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



Expediente 2021-0396 
Demandante: DERLY MERITINA CASTRO GÓMEZ 

                 Demandado: UGPP 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 
 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2019-00394-00 
11001-33-35-024-2020-00020-00  

DEMANDANTE: AMANDA ELIZABETH MENDOZA HERRERA  

DEMANDADO: BOGOTÁ D.C- SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEL 
DISTRITO Y COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

Tema: Anuncia sentencia 

Vencidos los términos de que tratan los artículos 172 y 173 del CPACA, sería del caso 

fijar fecha y hora para realizarla audiencia inicial de que trata el artículo 180 ibídem, no 

obstante, la actuación guarda correspondencia con lo preceptuado en los literales a), 

b) y c) del numeral primero del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021: 

 
“Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del 
siguiente tenor: 
 
ARTÍCULO 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 
 
1. Antes de la audiencia inicial: 
 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 
demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 
desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o 
inútiles. 
 
El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a 
ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del 
Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 
 
Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final 
del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito. 
 

[…]” 

 

Así las cosas, como quiera que en la presente controversia el asunto es de puro 
derecho y las pruebas necesarias para proferir una decisión de fondo fueron 
allegadas con la demanda, y sobre ellas no se formuló tacha alguna, en esta 

oportunidad es procedente dar aplicación a la norma trascrita y dictar sentencia 

anticipada. 
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Por consiguiente, de conformidad con la norma en comento y en amplia garantía del 

derecho al debido proceso de los implicados y como una medida de dirección procesal1, 

previo a correr traslado para alegar de conclusión, el Juzgado fijará el litigio y, en 

seguida, identificará e incorporará los medios de prueba que conformarán el material 

de evidencia para la solución de la controversia, probanzas que, aunque ya son 

conocidas por las partes, estarán disponibles para ser consultadas en medio digital, a 

través del respectivo hipervínculo, las anteriores medidas se imparten en cumplimiento 

de lo previsto en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 

  

Así mismo, el Despacho ejercerá el control de legalidad que corresponde, según lo 

normado por el artículo 207 del CPACA. 

 

En mérito de lo anterior, este Despacho, 
 

RESUELVE 

 

PRIMERO. Sentencia Anticipada: ANUNCIAR que en la presente controversia será 

proferida sentencia anticipada, de conformidad con el artículo 182A del CPACA. 
 
SEGUNDO. Fijación del Litigio: Consiste en determinar si procede la nulidad de la 

Resolución No. 7439 de 3 de septiembre de 2018, la Resolución No. 8666 del 9 de 

agosto de 2017, proferidas por la Secretaría de Educación de Bogotá y la No. CNSC- 

20192310010845 de 25 de febrero de 20219, proferida por la Comisión Nacional del 

Servicio Civil y, si como consecuencia de lo anterior y a título de restablecimiento del 

derecho, hay lugar a ordenar a las accionadas a inscribir a la demandante en el 

escalafón Oficial Docente, regido por el Decreto 1278 de 2022. 

  

De Igual forma, se debe determinar si hay lugar a nombrar en propiedad a la docente 

en el cargo ya desempeñado en periodo de prueba, haciendo efectiva la inscripción en 

el Escalafón Docente, en el grado 3 A, desde el 23 de enero de 2018.  

 

Adicionalmente, esta Judicatura deberá determinar si hay lugar a declarar la nulidad de 

la resolución No. 2166 de 5 de agosto de 2019, proferida por la Secretaría de Educación 

Distrital, y si como consecuencia de lo anterior, hay lugar a ordenar a la mentada 

Secretaría a reintegrar a la demandante.  

 

TERCERO. Pruebas: TENER e INCORPORAR como pruebas, con el valor legal que 

la ley les otorga, las siguientes: 

 

Por la parte demandante.  
 

Para el proceso (Proceso 2019- 0394). No solicitó decreto ni práctica de pruebas.  
 

- Resolución No. 7439 de 3 de septiembre de 2018, por medio de la cual se niega 

una inscripción en el escalafón docente. (Fls. 6-10 Anexo 002 del expediente 

digital).  

 

1 Artículo art. 29 CP y art. 42.1 CGP 
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- Copia del recurso de reposición y en subsidio apelación presentado contra la 

Resolución No. 7439 de 3 de septiembre de 2018. (fls. 11- 17 Anexo 002 del 

expediente digital). 
- Notificación personal de la Resolución 866 de 10 de octubre de 2018. (fls. 18 del 

anexo 002 del expediente digital).  
- Resolución 8666 de 10 de octubre de 2018, por medio de la cual se resuelve un 

recurso de reposición. (fls. 19- 27 del anexo 002 del expediente digital). 
- Citación para notificación de acto administrativo proferido por la CNSC. (fl. 28 

del anexo 002 del expediente digital). 
- Resolución CNSC 20192310018845 de 25 de febrero de 2019, por medio de la 

cual se resuelve un recurso de apelación presentado por la demandante. (fls. 

29-31 del Anexo 002 del expediente digital).  
- Copia de las valoraciones de las competencias y desempeños. (fls. 32- 35 del 

anexo 002 del expediente digital).  
- Resolución No. 1656 de 12 de septiembre de 2016. (fls. 36- 39 del Anexo 002 

del expediente digital). 
- Resolución 02551 de marzo de 2017. (Fls. 40-52).  

 
Para el proceso (Proceso 2020- 00020). No solicitó decreto ni práctica de pruebas.  
 

- Resolución 2166 de 5 de agosto de 2019, por medio de la cual se revoca el 

nombramiento en periodo de prueba en la planta de personal docente de la 

Secretaría de Educación del Distrito a la demandante. (fls. 19- 22 del Archivo 

denominado Exp110013335-024-2020-00020). 

- Resolución 7439 de 3 de septiembre de 2018, por medio de la cual se niega una 

inscripción en el escalafón docente. (fls. 23- 27 del Archivo denominado 

Exp110013335-024-2020-00020).  

- Copia del recurso de reposición y en subsidio apelación presentado contra la 

Resolución No. 7439 de 3 de septiembre de 2018. (fls. 28- 34 del Archivo 

denominado Exp110013335-024-2020-00020). 
- Notificación personal de la Resolución 866 de 10 de octubre de 2018. (fls.  35 

del Archivo denominado Exp110013335-024-2020-00020). 
- Resolución 8666 de 10 de octubre de 2018, por medio de la cual se resuelve un 

recurso de reposición. (fls. 36- 44 del Archivo denominado Exp110013335-024-

2020-00020). 

- Citación para notificación de acto administrativo proferido por la CNSC. (fls. 45 

del Archivo denominado Exp110013335-024-2020-00020). 

- Resolución CNSC 20192310018845 de 25 de febrero de 2019, por medio de la 

cual se resuelve un recurso de apelación presentado por la demandante. (fls. 

46- 48 del Archivo denominado Exp110013335-024-2020-00020). 

- Copia de las valoraciones de las competencias y desempeños. (fls. 49- 52 del 

Archivo denominado Exp110013335-024-2020-00020). 

- Resolución No. 1656 de 12 de septiembre de 2016. (fls. 53-56 del Archivo 

denominado Exp110013335-024-2020-00020). 

- Resolución 02551 de marzo de 2017. (fls. 57-69 del Archivo denominado 

Exp110013335-024-2020-00020). 

- Conciliación extrajudicial ante la Procuraduría 87 Judicial I para Asuntos 

Administrativos. (fls. 70-71 del Archivo denominado Exp110013335-024-2020-

00020). 
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Por parte de la demandada. Comisión Nacional del Servicio Civil (Carpeta 

Denominada Anexos, carpeta denominada MemorialConstDda2019-00394Ag17-

2022).  No solicitó decreto ni practica de pruebas.  
 

Por parte de la demandada. Bogotá- Secretaría de Educación Distrital. (Carpeta 

Denominada Anexos y denominada MemorialConstDda2019-00394Ag17-2022). No 
solicitó decreto ni practica de pruebas.  
 

CUARTO. Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del 

Ministerio Público el expediente completo de la presente controversia en medio digital, 

que podrá ser consultado aquí2. 

 

QUINTO. Alegatos de Conclusión: una vez ejecutoriado este auto, CORRER 
traslado a las partes por el término de diez (10) días, a fin de que se sirvan rendir sus 

alegatos de conclusión por escrito.  

 

El señor Agente del Ministerio Público, si a bien lo tiene, podrá presentar concepto 

dentro del término dispuesto en el párrafo anterior. 

  
SEXTO. Término de Decisión: ADVERTIR que la sentencia anticipada será proferida 

por escrito, dentro de los veinte (20) días siguientes al vencimiento de la oportunidad 

para alegar de conclusión. 

 
SÉPTIMO. Control de Legalidad: según lo prevé el artículo 207 del CPACA, una vez 

revisada la actuación, no se encuentra causal de nulidad alguna que invalide lo 

actuado, están dados los presupuestos procesales para continuar con el trámite 

procesal, y tampoco se avizora que deba proferirse sentencia inhibitoria. 

 

OCTAVO: Notificar la presente providencia mediante estado electrónico, en atención 

a lo dispuesto en el artículo 50 de la ley 2080 de 2021 que modificó el inciso tercero 

del artículo 201 de la Ley 1437 de 2011.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 
MAM 

 

 

 

 

 
2 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web: 110013335025-2021-

00296-00 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra el auto de 29 de agosto de 2022, que rechazó la demanda por 

caducidad.   

 

Comoquiera que la apelación presentada es procedente, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo.  

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra del auto de 29 de agosto de 2022, 

que rechazó la demanda por caducidad.   

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 

    

 

 

 

PROCESO: 11001-33-35-025-2022-0128-00 

DEMANDANTE: GRISELDA ROJAS MONAGA 
DEMANDADO: CONJUNTO EXTINTO DE DERECHOS Y 

OBLIGACIONES DE LA EXTINTA SAN JUAN DE 
DIOS Y HOSPITALES: INSTITUTO MATERNO 
INFANTIL- HOSPITAL SAN JUAN DE DIOS- 
LIQUIDADA- UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 
DE PENSIONES DEL DEPARTAMENTO DE 
CUNDINAMARCA 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



Expediente 2022--0128 
Demandante: Griselda Rojas Monaga 

Concede Apelación 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

 

Bogotá D.C. Diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

Agotado el término de traslado de las excepciones propuestas por la NACIÓN, - 
MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y la SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ1, y a efectos de dar continuidad al trámite procesal 

correspondiente, procederá el Despacho a indicar que sería el caso anunciar 

sentencia anticipada, sin embargo, es pertinente indicar que la Ley 2080 del 25 de 

enero de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011 y se dictan 

otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 

ante la jurisdicción” estableció en el artículo 38 el trámite que se debe surtir para la 

resolución de las excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 
advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 

 

1 ver archivos 025 y 030 del expediente digital 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-0109-00 
DEMANDANTE JERONIMO LEONARDO GONZALEZ CASTAÑEDA 
DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ- FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-0109-00 
Demandante: Jerónimo Leonardo González 

Demandada: Fomag 
 
 

mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral tercero 
del artículo 182A.” 
 

Revisado el expediente, la NACIÓN, - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO y la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ dentro del 

término de traslado correspondiente, contestaron la demanda en término. 
(Carpeta 014-017 del expediente digital). 

De las excepciones propuestas: 

 La Nación, el Ministerio de Educación Nacional y el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, propuso la excepción previa de 

caducidad. (ver folio 22 del Archivo 025 del expediente digital). 

 La Secretaría de Educación de Bogotá, propuso la excepción previa de 

falta de legitimación en la causa por pasiva. (ver folio 23 del Archivo 030 del 

expediente digital). 

Las demás excepciones propuestas por las entidades demandadas, no 

corresponden a las enlistadas en el artículo 100 del Código General del Proceso y, 

se resolverán en el estudio de fondo del asunto, de conformidad el inciso 4 del 

parágrafo dos del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, que dispone: 

“Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.” 

No obstante, teniendo en cuenta que los medios exceptivos de caducidad y falta 

de legitimación en la causa por pasiva, tienen la calidad de previos, se entrará a 

resolver en esta etapa procesal. 

Caducidad. Es pertinente señalar que la parte demandada en su escrito de 

contestación no sustentó el medio exceptivo, solo se limitó a indicar lo que la ley 

consagra respecto de tal fenómeno jurídico.  

 Consideraciones.  

Conforme a las pruebas que militan en el expediente evidencia esta Judicatura 

que la parte actora solicita la nulidad del acto ficto derivado de la ausencia de 

contestación a la petición de 31 de agosto de 2021; es decir, que en la presente 

demanda nos encontramos frente a un acto administrativo negativo.  

Para el caso, nos encontramos con pretensiones que versan sobre actos producto 

del silencio administrativo, es decir que se originan en un acto ficto o presunto, 

derivado de la omisión de la demandada en dar curso al pronunciamiento que 

debió ameritar una respuesta de fondo a la demandante.  

Es así que, realizando un análisis normativo y jurisprudencial sobre la caducidad, 

que, conformado con lo obrante en el proceso, se verifica la existencia de un Acto 

Administrativo Ficto o presunto, lo cual, en relación al término para demandar, nos 

permite concluir de manera diáfana, que para el caso sub examine, se tendrá en 

cuenta lo consagrado en el numeral 1, literal d del artículo 164 de la Ley 1437 de 
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2011 y, por lo tanto, no procede la caducidad del medio de control. Por las 
razones expuestas, se declara no probada la excepción de caducidad.   

Falta de legitimación en la causa por pasiva. Estima la parte accionada que: 

De esta manera, es posible que un sujeto que es parte del proceso, a pesar 

de encontrarse legitimado en la causa de hecho, no cuenta con legitimación 

en la causa material ya que no ostenta relación alguna con los hechos que 

dieron origen al proceso o, que de conformidad con la ley sustancial, no está 

llamado a responder por los derechos en controversia, lo cual trae como 

consecuencia que las pretensiones formuladas están llamadas a fracasar 

pues el demandado no se encuentra en la posibilidad de reparar los perjuicios 

ocasionados al demandante. 

Bajo el anterior entendimiento, la legitimación en la causa material por pasiva 

implica que la Entidad que es demandada, es la que está llamada a 

responder y restablecer el derecho del demandante ante una eventual 

sentencia condenatoria al encontrarse probada la participación real en el 

hecho o el vínculo jurídico sustancial con los intereses que se encuentran en 

disputa. 

En el presente asunto, el demandante pretende la declaratoria de nulidad del 

acto ficto que negó la solicitud de reconocimiento de la sanción moratoria por 

la consignación oportuna de las cesantías establecidas en la Ley 50 de 1990, 

artículo 99. Sin embargo, la Secretaría de Educación del Distrito carece de 

legitimación en la causa material por pasiva frente a estas pretensiones en la 

medida que, de conformidad con la ley sustancial, esta entidad no guarda 

vínculo alguno con los hechos y derechos en controversia y conforme con las 

pretensiones de la demanda, no es aplicable la obligación contemplado en el 

parágrafo del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 conforme con lo establecido 

en el escrito de contestación de la demanda. 

Consideraciones.  

Debemos tener en cuenta que con la expedición de la Ley 1955 de 2019, la norma 

cambio el panorama de las sanciones moratorias en términos de responsabilidad, 

pues en su artículo 57 parágrafo estableció: 

 “(…) La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se 
genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la 
Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías.  

Y es por esta razón que las moras generadas a partir de 2020 pueden ser 

responsabilidad de la Secretaria de Educación.  

De lo anterior se infiere que en los actos administrativos de reconocimiento y pago 

de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, intervienen la Secretaría de Educación del ente territorial en el cual 

presta sus servicios la docente peticionaria mediante la elaboración del proyecto 

de resolución de reconocimiento prestacional y la Fiduciaria quien administra los 
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recursos del Fondo que se encarga de aprobar o improbar el proyecto de 

resolución conforme a la documentación aportada. 

No obstante, es al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio a quien se 
le dio la función de expedir el acto administrativo por el que se dispone el 
pago de la prestación del docente solicitante, a través de la Secretaría de 

Educación. Aunado a lo anterior precisa que la Ley 962 de 2005, tuvo por objeto 

simplificar los trámites de los particulares ante la administración dada la 

complejidad que los caracterizaba, sin que este presupuesto separara la 

competencia del Fondo de reconocer y pagar las prestaciones sociales, lo cual es 

afirmado por el artículo 56 de la ley referenciada. 

De lo anterior se puede concluir, que los entes territoriales actúan como 

facilitadores para que los Docentes Nacionalizados tramiten el reconocimiento y 

pago de su pensión, la cual está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, pues si bien, estos elaboran los proyectos de actos 

administrativos de reconocimiento de pensión de los mencionados docentes y 

posteriormente con la aprobación de la Fiduciaria encargada de la administración 

de los recursos de FOMAG, los suscriben, es en representación de dicho Fondo 

por mandato de la ley y en esa medida, no obligan al ente territorial, ni se 

comprometen sus recursos para el pago de tales prestaciones. 

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal, este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: DECLARAR no probadas las excepciones de caducidad y la falta 
de legitimación en la causa por pasiva, propuestas por NACIÓN - 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISETERIO y la Secretaría de 
Educación de Bogotá, de acuerdo con lo expuesto anteriormente. 

SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA a la doctora Karen Eliana Rueda 
Agredo, identificada con cédula de ciudadanía N° 1.018.443.763 y 

T.P. 260125 del C.S. de la J, como apoderada de la Nación - 
Ministerio de Educación Nacional - Fomag, en los términos del 

poder conferido (f. 44-45 de la carpeta denominada 025). 

TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA a la doctora Viviana Carolina 
Rodríguez Prieto, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.032.471.577 y T.P. 342.450 del C.S. de la J, como apoderada de la 

Secretaría de Educación del Distrito de Bogotá, en los términos del 

poder conferido (f. 60 de la carpeta denominada 030). 

CUARTO: Ejecutoriada la providencia, ingrésese para proveer. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 
 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia de fecha diecisite (17) de mayo de dos mil veintidós 

(2022), que accedio parcialmente a las pretensiones de la demanda (Archivo 033 del 

expediente digital).  

 

Como quiera que la impugnación presentada es procedente, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 

247 de la misma codificación, el Juzgado; 

 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 17 de mayo de 2022 que accedio parcialmente a las 

pretensiones de la demanda 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
CLM. 
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Bogotá D.C. diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

Agotado el término de traslado de las excepciones propuestas por la apoderada 
de la parte vinculada1, y a efectos de dar continuidad al trámite procesal 

correspondiente, procederá el Despacho a indicar que sería el caso anunciar 

sentencia anticipada, sin embargo, es pertinente indicar que la Ley 2080 del 25 de 

enero de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011 y se dictan 

otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 

ante la jurisdicción” estableció en el artículo 38 el trámite que se debe surtir para la 

resolución de las excepciones previas así: 

 

“Artículo 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, el cual será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 2°. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma 
prevista en el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la 
parte demandante podrá pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere 
el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación con las demás 
excepciones podrá también solicitar pruebas. 
 
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 Y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera 
la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del 
citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto que cita a 
la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
 
Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las 
excepciones previas, se declarará la terminación del proceso cuando se 
advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad. Las excepciones de 
cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas 

 
1 Ver carpeta de fijación en lista, archivo Denominado 20017FLSEP19 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2020-0017-00 
DEMANDANTE BETARIZ CASTRO DE RUIZ 

DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA- FUERZA AREA 
COLOMBIANA- CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS 
MILITARES- CREMIL 
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mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el numeral tercero 
del artículo 182A.” 
 

Revisado el expediente, la apoderada de la parte vinculada, dentro del término 

de traslado correspondiente, contestó la demanda en término. (Visible en la 

carpeta de fijación en lista, archivo Denominado 20017FLSEP19del expediente 

digital). Del escrito de contestación presentado por la apoderada de la vinculada, 

se evidencia que propuso la excepción de caducidad.  

Las demás excepciones propuestas, no corresponden a las enlistadas en el 

artículo 100 del Código General del Proceso y, se resolverán en el estudio de 

fondo del asunto, de conformidad el inciso 4 del parágrafo dos del artículo 175 de 

la Ley 1437 de 2011, que dispone: 

“Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.” 

No obstante, teniendo en cuenta que el medio exceptivo de caducidad tiene la 

calidad de previo, se entrará a resolver en esta etapa procesal. 

1. Caducidad. Estima la parte accionada que: 

“La caducidad representa el límite dentro del cual el ciudadano debe reclamar del 
Estado determinado derecho; por ende, la actitud negligente de quien estuvo 
legitimado en la causa no puede ser objeto de protección, pues es un hecho cierto 
que quien, dentro de las oportunidades procesales fijadas por la ley ejerce sus 
derechos, no se verá expuesto a perderlos por la ocurrencia del fenómeno indicado.  

En el particular y partiendo de los términos perentorios consagrados C.P.A.C.A frente 
a cada uno de los actos demandados en declaratoria de nulidad, el ejercicio de la 
presente acción de encuentra caducada y por ende salta a la vista la prosperidad de 
esta excepción y los concurrentes efectos al proceso. En virtud del alcance del 
principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, frente a los 
poderes oficiosos del juez en necesario afirmar que lo fundamental no es la relación 
de los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los 
mismos, por ende, si el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen 
deberá reconocerla oficiosamente”.  

 Consideraciones.  

De lo expuesto en precedencia y de lo obrante en el expediente, evidencia el 

Despacho que la excepción propuesta por la vinculada en calidad de litisconsorte 

necesario, no tiene vocación de prosperidad como quiera que, en la demanda de 

nulidad y restablecimiento del derecho se están atacando actos administrativos 

que niegan un reconocimiento pensional, esto es, la sustitución de la asignación 

de retiro del Sargento Viceprimero Santiago Jeremías Ruiz Peñuela (q.e.p.d).  

Para ello, es menester señalar lo preceptuado por el artículo 164 de la Ley 1437 

de 2011, que reza:  
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ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La 
demanda deberá ser presentada:  

1. En cualquier tiempo, cuando:  

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e 
inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente 
prestaciones periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las 
prestaciones pagadas a particulares de buena fe.  

Así las cosas, al no encontrarse probada ninguna excepción de carácter previo, se 

da por concluida esta etapa procesal, este Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO: DECLARAR no probada la excepción de caducidad, propuesta por 

la apodera de la vinculada en calidad de litisconsorte necesario, de 

acuerdo con lo expuesto anteriormente. 

SEGUNDO: RECONOCER PERSONERÍA a la abogada Samara Alejandra 

Zambrano Villada, identificada con cédula de ciudadanía N° 

1.020.757.608 y T.P. 289.231 del C.S. de la J, en calidad de 

curadora ad litem de la señora Ana Lucia Carrascal Montaño.  

TERCERO: Ejecutoriada la providencia, ingrésese para proveer 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 

MAM 

 

 

  

                  

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: d9c4728b46a908dec7b7872777481a01c6b333cdc3d29ce74976df6b3e6ce0e9

Documento generado en 10/10/2022 07:58:30 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

  
Bogotá D.C., diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 
PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-0098-00 
DEMANDANTE: MONICA PATRICIA CORENA SALAZAR 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES   DEL   MAGISTERIO – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ- FIDUPREVISORA S.A. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
Revisado el expediente, se observa que en auto de fecha 16 de mayo de 20221,  
se ordenó oficiar a la FIDUPREVISORA S.A. y a la SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, para que, allegarán al Despacho los documentos 
relacionados con el reconocimiento y consignación de las cesantías y los intereses 
de las cesantías del demandante. 
 
Por lo anterior y teniendo en cuenta que no se allegó la totalidad de información 
requerida en el auto de fecha 16 de mayo de 2022 se dispone, REQUERIR a: 
 
1. La FIDUPREVISORA S.A, para que allegue con destino a este Despacho, con 

ocasión del reconocimiento del pago de cesantías de la señora MONICA 
PATRICIA CORENA SALAZAR identificada con cedula de ciudadanía 
52.282.621: 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 
las cesantías del año 2020. 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 
proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 
plataforma dispuesta para tal fin. 

 
2. La SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTÁ, para que allegue con 

destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento del pago de 
cesantías de la señora MONICA PATRICIA CORENA SALAZAR identificada 
con cedula de ciudadanía 52.282.621: 

 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del año 
2020. 

 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 
para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 
su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria. 

 
1 PDF O17 
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 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 
Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin. 

 

Para el cumplimiento de lo anterior, se les concede un término de diez (10) días 
contados a partir de la notificación del presente requerimiento.  
 
Se advierte a las entidades demandadas que el incumplimiento a las providencias 
judiciales acarrea sanciones previstas, en la Ley 270 de 1996 “Estatutaria de 
Administración de Justicia” que dispone: 
 

ARTÍCULO 58. MEDIDAS CORRECCIONALES. Los Magistrados, los Fiscales 
y los Jueces tienen la facultad correccional, en virtud de la cual pueden 
sancionar a los particulares, en los siguientes casos: 
 

1. Cuando el particular les falte al respeto con ocasión del servicio o por 
razón de sus actos oficiales o desobedezca órdenes impartidas por 
ellos en ejercicio de sus atribuciones legales. (Negrilla y subrayada 
por el despacho) 

 

ARTÍCULO 59. PROCEDIMIENTO. El magistrado o juez hará saber al infractor 
que su conducta acarrea la correspondiente sanción y de inmediato oirá las 
explicaciones que éste quiera suministrar en su defensa. Si éstas no fueren 
satisfactorias, procederá a señalar la sanción en resolución motivada contra la 
cual solamente procede el recurso de reposición interpuesto en el momento de 
la notificación. El sancionado dispone de veinticuatro horas para sustentar y el 
funcionario de un tiempo igual para resolverlo. 
 
ARTÍCULO 60. SANCIONES. Cuando se trate de un particular, la sanción 
correccional consistirá, según la gravedad de la falta, en multa hasta de diez 
salarios mínimos mensuales. 
Contra las sanciones correccionales sólo procede el recurso de reposición, que 
se resolverá de plano. 

 
Por su parte el Código General del Proceso frente a los poderes correccionales del 
juez, en su artículo 44 indica: 
 

“Sin perjuicio de la acción disciplinaria a que haya lugar, el juez tendrá los 
siguientes poderes correccionales: 
 
1. Sancionar con arresto inconmutable hasta por cinco (5) días a quienes le 
falten al debido respeto en el ejercicio de sus funciones o por razón de ellas. 
 
2. Sancionar con arresto inconmutable hasta por quince (15) días a quien 
impida u obstaculice la realización de cualquier audiencia o diligencia. 
 
3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (SMLMV) a sus empleados, a los demás empleados 
públicos y a los particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les 
imparta en ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución.” 

 
De no recibir respuesta de parte de la(s) entidad(es) o funcionario(s) 
requerido(s), por secretaria, sin necesidad de nuevo auto, reitérese lo 
solicitado 

 
 
 



N.R.D. 2022-0098-00 
Demandante: MONICA PATRICIA CORENA SALAZAR 
Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN Y OTROS 

 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

MAM 
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